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OCTAVA UNIDAD
LIMITACIONES A LAS ACTUACIONES

FISCALIZADORAS DEL SERVICIO

La facultad fiscalizadora de que está investido el servicio de Impuestos Internos y, que ejerce a través de los denominados medios de fiscalización, a que nos hemos referido, se encuentra limitada por diversas disposiciones del Código Tributario y otras leyes tributarias.

Algunas de estas  limitaciones, son las siguientes y pueden estar referidas :

I.- A la utilización de ciertos medios de fiscalización, a saber:

a) Reserva de la cuenta corriente bancaria (Art. 61)

b) Secreto profesional (Art. 61)

c) Excepción de la obligación de prestar declaración (Art. 60 inciso 8°).

II.- Al  tiempo dentro del cual se pueda ejercer tal facultad, tales son:

a) Plazos de Prescripción (Arts. 59, 200, 201 y 202) 

b) Ley 18.320, sobre incentivo tributario

I.- LIMITACION A LA UTILIZACION  DE CIERTOS MEDIOS DE FISCALIZACION

A.- RESERVA DE LAS CUENTAS CORRIENTES BANCARIAS. (Art. 61)

Regla general 

El Código Tributario, en su artículo 61, contiene esta limitación o prohibición al expresar: "Salvo disposición en contrario, los preceptos de este Código, no modifican las normas vigentes sobre secreto profesional, reserva de la  cuenta corriente bancaria y demás operaciones a que la ley dé carácter confidencial". 

Conforme lo anterior, el Servicio no podría, en principio, requerir a un contribuyente o a un Banco, la información referente a la Cuenta Corriente; ni por la vía de requerir declaración respecto de hechos de terceros, ni por la vía de examinar documentos.

De acuerdo con la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, los Bancos deberán mantener en estricta reserva, respecto de terceros, el movimiento de la cuenta corriente y sus saldos y sólo podrán proporcionar estas informaciones al librador o a quien éste haya facultado expresamente. . En  efecto, el inciso 2° del art. l° del D.F.L. N° 707, de 07.10.82, sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, dispone: "El Banco deberá mantener en estricta reserva,  respecto de terceros, el movimiento de la cuenta corriente y sus saldos, y sólo podrá  proporcionar estas informaciones al librador o a quien éste haya facultado expresamente".

Esta norma debe ser vinculada con lo dispuesto en el artículo  154º de la Ley General de Bancos,  que expresa: “Los depósitos y captaciones de cualquier naturaleza que reciban los bancos están sujetos a secreto bancario y no podrán proporcionarse antecedentes relativos a dichas operaciones sino a su titular o a quien haya sido expresamente autorizado por él o la persona que lo represente legalmente. El que infringiere la norma anterior será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio. Las demás operaciones quedan sujetas a reserva y los bancos solamente podrán darlas a conocer a quien demuestre un interés legítimo y siempre que no sea previsible que el conocimiento de los antecedentes pueda causar daño patrimonial al cliente.”

El inciso final de este precepto agrega, “La justicia ordinaria y la militar, en las causas que estuvieren conociendo, podrán ordenar la remisión de aquellos antecedentes relativos a operaciones específicas que tengan relación directa con el proceso, sobre los depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza que hayan efectuado quienes tengan el carácter de parte o inculpado o reo en esas causas u ordenar su examen, si fuere necesario”.
Excepción.

Por su parte el artículo 62º del Código Tributario contiene dos excepciones a esta limitación que impone la reserva: 

1. Concede a la justicia ordinaria la faculta de ordenar el examen de las cuentas corrientes en el caso de procesos por delitos que digan relación con el cumplimiento de obligaciones  tributarias.

2. Faculta al Director para disponer dicho examen, por resolución fundada, cuando el Servicio se encuentre  investigando infracciones a las leyes tributarias sancionadas con pena corporal. Sin embargo, debe advertirse que para algunos, de conformidad a lo expresado en los textos legales citados más arriba, la reserva de la cuenta corriente bancaria sólo admitiría como excepción a los tribunales de Justicia, de manera que sólo ellos podrían solicitar información relativa a los saldos y sus movimientos. En este sentido, se sostiene que la facultad contenida en el artículo 62º, inciso segundo, del Código Tributario, habría sido tácitamente derogada.
En consecuencia, (con la salvedad de la opinión recién anotada) sólo cuando se trate de la investigación de delitos tributarios y el Director dicte una resolución  fundada, se puede proceder al examen de la cuenta corriente bancaria de un contribuyente; en los demás casos, el Servicio no tiene acceso a dicha cuenta, por la obligación de reserva que pesa sobre el Banco 

En todo caso, se advierte que la prohibición no impide imponerse si un contribuyente tiene o no cuenta en un Banco. Lo prohibido es imponerse del movimiento de ella. 

La Ley 19806, sobre normas adecuatorias, publicada en el Diario Oficial de 31 de mayo de 2002 contiene una modificación al artículo 62 en comento, sin embargo se trata de un error rectificado en el Diario Oficial del día siguiente, ya que el Tribunal Constitucional estimó inconstitucional la norma del proyecto, manifestando “CUARTO.- Que el artículo 62 del Código Tributario, contenido en el artículo 43 del proyecto remitido, es inconstitucional, y debe, en consecuencia, eliminarse de su texto.” De esta forma, queda vigente el anterior artículo 62, antes analizado, el que resulta más contradictorio con las normas Constitucionales referidas a la reforma procesal penal, por lo que deberá ser el pronunciamiento particular por la vía de la derogación tácita o la inaplicabilidad, el que determine la derogación de esta norma.

Otro importante pronunciamiento del Tribunal Constitucional es el siguiente: “TERCERO.- Que la modificación introducida por el artículo 43 del proyecto al numeral 10 del artículo 161 del Código Tributario es constitucional, en el entendido precisado en el considerando 34º de esta sentencia.” Esta modificación se refiere a que el Servicio debe efectuar una recopilación de antecedentes en aquellos casos en que esté en presencia de hechos constitutivos de delitos tributarios, pero no investigar; en tal sentido, a objeto que no sea solamente un cambio de nombre a la labor, pero que en el fondo el Servicio siga investigando, el Tribunal Constitucional expresó el sentido en el cual debía entenderse que la norma es constitucional. Así el considerando 34 de su sentencia expresa: “34º. Que, siguiendo el principio tantas veces aplicado por este Tribunal "de interpretación de conformidad a la Constitución", y a fin de precaver una eventual contradicción entre el nuevo numeral 10 del transcrito artículo 161 y el artículo 80 A de la Carta Fundamental, esta Magistratura aprueba la modificación a aquel precepto, en el entendido de que la "recopilación de antecedentes" a que él se refiere no importa ni puede constituir una investigación de aquellas que se mencionan en el citado artículo 80 A y, por ende, que si en el transcurso de esa recopilación el Servicio verifica que existen motivos suficientes para iniciar una investigación por la posible comisión de un hecho que revista caracteres de delito que corresponda sancionar con multa y pena corporal, deberá abstenerse de continuar en dicha actuación;”

Desde ya se presenta el problema de determinar el momento preciso en el cual el Servicio deberá abstenerse de seguir “recopilando”, teniendo en cuenta que el Servicio inicia esta recopilación según lo expresan las circulares al respecto, cuando se está en presencia de hechos constitutivos de delito, es decir, nunca podría iniciar dicho proceso recopilatorio. 

Operaciones a que la ley da carácter confidencial.

El Servicio tampoco puede imponerse de aquellas operaciones a las cuales una ley haya dado expresamente el carácter de confidencial.

Operaciones de captación y depósito: Estarían afectas al régimen de secreto bancario y el Servicio de Impuestos Internos no estaría comprendido entre las excepciones que contempla el inciso final del artículo 154º de la Ley General de Bancos, de manera tal que por aplicación de este texto, en relación con el artículo 61º del Código Tributario, es posible concluir que el Servicio de Impuestos Internos no puede acceder lícitamente a esta información, sino a través del propio titular de dicha depósito o crédito. 

Otras operaciones bancarias distintas de la captación y el depósito: Estas se encontrarían sujetas a reserva bancaria y respecto de ellas el Banco la dará a conocer a quien demuestre un interés legítimo y siempre que ello no produzca un daño patrimonial al cliente. La Corte Suprema, a propósito  del Recurso de Protección intentado por Transbank S.A., respecto del requerimiento del Servicio en orden a que informase sobre las operaciones de ventas y servicios que Hoteles y Restaurantes habían realizado bajo el sistema de tarjetas de crédito, señaló que el Servicio de Impuestos tiene un interés legítimo en este tipo de información y que, en consecuencia, no es posible oponer la reserva bancaria para negar acceso a esta información al servicio de Impuestos Internos. Con esta información se pudo determinar la existencia de pagos en hoteles y restaurantes, a objeto de verificar que el contribuyente hubiese emitido la boleta correspondiente; se requería al dueño del local que mostrara la boleta correspondiente a cada pago con tarjeta que el Servicio sabía se había efectuado en un día determinado. Este instrumento se utilizó masivamente una vez y luego ya no, en atención a que presentaba numerosos defectos en cuanto a la fuerza de convicción del indicio que utilizaba el Servicio para entender configurada la infracción, la falta de coincidencia entre los comprobantes de pago con tarjeta y las boletas. Olvidó el Servicio que en el pago con la tarjeta pueden concurrir muchos factores que justifiquen la falta de coincidencia que se pedía, a saber, la existencia de propina; pago de cigarrillos, pagos fraccionados por existir anticipos; pagos fraccionados por ser consumo colectivo, como el caso de varios amigos en que algunos pagan con tarjeta, otros en efectivo y otros con cheque,  pero la boleta es una sola; etc. 

Intereses Bancarios: La información al Servicio respecto de los intereses bancarios pagados a sus clientes no queda sometida a las normas mencionadas precedentemente, toda vez que el artículo 101º, inciso tercero, de la Ley de la Renta, regula especialmente esta situación, todo ello en virtud de modificación introducida en el año 1995. Se menciona aquí porque en su oportunidad se objeto la norma alegando que se violentaba el secreto bancario.

 Artículo 101º, de la Ley de la Renta: “Las personas naturales o jurídicas que estén obligadas a retener el impuesto deberán presentar al servicio o a la oficina que éste designe antes del 15 de marzo de cada año un informe en que expresen con detalle los nombres y direcciones de las personas a las cuales hayan efectuado durante el año anterior el pago que motivó la obligación de retener, así como el monto de la suma pagada y de la cantidad retenida en la forma y cumpliendo las especificaciones que indique la Dirección. 



Iguales obligaciones pesarán sobre:



a) las personas que paguen rentas o cualquier otro producto de acciones incluso de acciones al portador.



b) Los bancos o Bolsas de Comercio por las rentas o cualquier otro producto de acciones nominativas que, sin ser de su propiedad, figuren inscritas a nombre de dichas instituciones.



c) Los que paguen rentas a personas sin domicilio ni residencia en Chile.



Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, las mismas personas obligadas a retener el impuesto de segunda categoría sobre las rentas gravadas en el Nº 1 del artículo 42 quedarán también obligadas a certificar por cada persona, en la forma y oportunidad que determine la Dirección, el monto total de estas rentas que se le hubiere pagado en el año calendario........



A la obligación establecida en el inciso primero quedarán sometidos los bancos e Instituciones Financieras respecto de los intereses que paguen o abonen a sus clientes, durante el año inmediatamente anterior a aquél que deba presentar el informe, por depósitos de cualquier naturaleza que éstos mantengan en dichas instituciones. Dicho informe deberá ser presentado antes del 15 de marzo de cada año y deberá cumplir con las exigencias que al efecto establezca el Servicio de Impuestos Internos."

B.- SECRETO  PROFESIONAL. (Art. 61)

Consiste en la reserva que un profesional debe guardar respecto de los hechos que llegan a su conocimiento o le son revelados en el ejercicio de su profesión.

Al profesional le está prohibido, por razones obvias, divulgar o hacer públicos estos hechos. La violación del secreto profesional está expresamente sancionada en el Código Penal.

En consecuencia, los profesionales  (médicos, abogados, etc),  pueden legítimamente negarse a proporcionar antecedentes relativos a terceros y que digan relación con hechos que han sido conocidos, precisamente, en el ejercicio de la profesión de que se trate. 

El Secreto Profesional consiste en la obligación de reserva que recae sobre los profesionales respecto de los hechos que  llegan a su conocimiento o le son revelados con motivo u ocasión del ejercicio de su respectiva profesión. El artículo  247 del Código Penal castiga como delito la violación del  secreto profesional, impidiendo de este modo que los profesionales divulguen o hagan públicos estos hechos. 

El artículo 61 del Código Tributario señala que sus normas no modifican aquellas disposiciones vigentes sobre secreto  profesional. En consecuencia, los funcionarios fiscalizadores del Servicio de Impuestos Internos están obligados a respetar la negativa a proporcionar información relativa a sus clientes  o a terceros y que tengan relación con antecedentes de que han tomado conocimiento, precisamente, en el ejercicio de la profesión de que se trate.

Quedan amparadas por el secreto tanto las informaciones que le son proporcionadas al profesional por su cliente como aquellas que éste llegue a conocer o constate por sí mismo en el desempeño de su profesión.    

Personas que deben guardar el secreto profesional. Son aquellas personas que desempeñan una profesión que requiera, para su ejercicio, de un título y que haya sido reglamentada por el Estado, como ocurre por ejemplo con los médicos, dentistas, matronas, enfermeras, abogados, contadores, ingenieros, arquitectos, etc.

Alcances del secreto profesional. El secreto profesional no sólo comprende lo que el profesional no debe decir sino también los documentos que puedan  comprometer el deber de reserva. Es así como el artículo 171 del Código de Procedimiento Penal contempla la obligación de toda persona de exhibir y entregar a la autoridad aquellos objetos o papeles que puedan servir para una investigación judicial; pero exceptúa expresamente a las personas "a quienes la ley autoriza para negarse a declarar".

Tratándose de hechos que por su naturaleza permanecen ocultos, la calificación acerca de si son o no de aquéllos que deban  mantenerse en reserva queda librada, en gran medida, a la  determinación que al respecto adopte el propio profesional, salvo que la naturaleza de la información misma nos lleve a una  conclusión distinta.

En general, no podrán considerarse amparados por el secreto profesional todos aquellos documentos que se refieran al propio cumplimiento tributario del profesional, incluyendo sus libros de  contabilidad, talonarios de boletas, balances, inventarios, documentos justificativos de gastos y toda la documentación  que se relacione con los elementos que deban servir de base para la determinación del impuesto o con otros puntos que figuren o deban figurar en la declaración de impuestos. 

Profesionales que han intervenido en una declaración.

El artículo 34 del Código Tributario contiene una disposición que se cita como una excepción al secreto profesional, ya que  establece que los técnicos y asesores que hayan intervenido en la confección de una declaración de impuestos, en su preparación o en la de sus antecedentes, están obligados a atestiguar bajo juramento sobre los puntos contenidos en la declaración.

Tratándose de una norma de carácter excepcional, sólo excluye el secreto profesional en la medida que concurran los siguientes supuestos: 

a) Que se trate de técnicos o asesores que hayan intervenido en la confección de una declaración de impuestos, en su preparación o en la de sus antecedentes: 

b) Que sean citados a atestiguar bajo juramento acerca de puntos contenidos en esa precisa declaración; en lo que sea ajeno a esa declaración, estarán en el derecho de invocar el  secreto profesional y negarse a prestar declaración. 

C.- EXCEPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN DE DECLARAR. (Art. 60 inc. 8º)

Persona exceptuadas.

Vimos que cualquier persona puede ser citada a declarar respecto de otra persona, sin embargo, están exceptuados de esta obligación el cónyuge, los parientes por consanguinidad en la línea recta o dentro del cuarto grado en la colateral, el adoptante, el adoptado, los parientes por afinidad en la línea recta o dentro del segundo grado en la colateral de dichos terceros y las personas obligadas a guardar el secreto profesional.

No están exceptuados de esta obligación el cónyuge y los mencionados parientes, en los casos que ellos sean miembros de una sucesión, o de otro tipo de comunidad y la declaración que se les solicite diga relación con hechos, datos o antecedentes relativos a esas comunidades.

Personas exceptuadas de la obligación de concurrir.

No están obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 191 del Código de Procedimiento  Penal, a las cuales el Servicio, para los fines expresados en el párrafo precedente, deberá pedir declaración jurada por escrito. Las referidas personas son las siguientes: 

1°.-  El Presidente de la República y los ex Presidentes: los Ministros de Estado: los Senadores y Diputados: el Contralor General de la República; los Intendentes y los Gobernadores de Departamento, dentro del territorio de su jurisdicción; los miembros de la Corte Suprema o de alguna Corte de Apelaciones; los Fiscales de estos Tribunales; los Jueces Letrados; los Generales., el Arzobispo y los obispos los Vicarios Generales y los Vicarios Capitulares.

2°.-  Las personas que gozan en el país de inmunidades diplomáticas.

3°.-  Las religiosas y las mujeres que por su estado o posición no puedan concurrir sin grave molestia; y

4°.- Los que, por enfermedad u otro impedimento calificado por el juez, se hallan en imposibilidad de hacerlo. 

II.- LIMITACIONES REFERIDAS AL  TIEMPO DENTRO DEL CUAL SE PUEDA EJERCER LAS FACULTADES FISCALIZADORAS
A.- LA PRESCRIPCION

En esta materia debe tenerse presente la circular 73 de 11 de octubre de 2001 que se refiere a la materia.

De acuerdo con el artículo 6º del Código Tributario, corresponde al Servicio de Impuestos Internos, en especial, la fiscalización y aplicación administrativa de las disposiciones tributarias. Pero, su función propia de revisar el comportamiento tributario del contribuyente, determinar o liquidar los impuestos y girar u ordenar su entero en arcas fiscales, está sujeta en su ejercicio a la limitación de que se haga oportunamente, dentro de los plazos que señala el Código en el artículo 200º. Vencidos dichos plazos, se extingue la facultad del Servicio para revisar, liquidar y girar impuestos insolutos, principio que queda absolutamente ratificado en el artículo 59º del Código Tributario, según el cual, dentro de los plazos de prescripción, el Servicio podrá examinar y revisar las declaraciones presentadas por el contribuyente.

Las legislaciones de todos los países contienen normas que confieren al transcurso del tiempo efectos jurídicos que tienen por objeto poner término a los estados inciertos, ya sea extinguiendo la obligación incumplida, confiriendo el derecho al que aparece como titular de él o fijando un plazo para impetrar algún derecho o ejercer una acción, transcurrido el cual ya no puede ponerse en marcha mecanismos jurisdiccionales o administrativos tendientes a exigir su reconocimiento o cumplimiento.

Las referidas normas toman la denominación de prescripciones y plazos de caducidad, y además de fundarse en la necesidad de dar estabilidad jurídica, se basan también en la presunción del abandono o renuncia del derecho cuyo titular no lo reclama o ejercita.

En virtud de la prescripción se adquieren derechos por su ejercicio continuado y consecuentemente se extinguen los del anterior titular. Esta doble función de la prescripción conlleva, en realidad dos instituciones distintas: una de ellas produce la adquisición del derecho de propiedad y demás derechos reales, y la otra, extingue los derechos reales o personales.

La prescripción se encuentra definida en el Artículo 2.492º del Código Civil en los siguientes términos: "La prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones y dere​chos ajenos, por haberse poseído las cosas o no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales". "Una acción o derecho se dice prescribir cuando se extingue por la prescripción".

La prescripción extintiva o liberatoria es un modo de extinguir las obligaciones (Artículo 1.567º, Nº 10, del Código Civil) y, como tal, tiene marcado interés en materia impositiva. El Código Tributario, como es lógico, sólo trata de esta última clase de prescripción.

Prescripción  y caducidad:

Aunque  generalmente  se tratan a ambas instituciones como  sinónimos,  lo  cierto  es que tienen diferencias sustanciales:

La prescripción  necesita ser judicialmente declarada para que todos sus efectos se manifiesten;  la caducidad opera de pleno  derecho. Si  el plazo, por ejemplo, caduca, no  es necesario  que un magistrado lo  declara finalizado.

La caducidad no  admite interrupción,  lo que sí  acepta la prescripción.

La caducidad no puede ser renunciada, la prescripción si.

En la caducidad, conforme a la doctrina, la extinción  del derecho se produce por la propia naturaleza de éste; en cambio,  en la prescripción extintiva el prolongado no  ejercicio  de un  derecho conduce a su  extinción, luego,  resulta fundamental  para distinguir ambos institutos la existencia de un  plazo  fatal  que limite  en el tiempo  el derecho de que  se trata o no  respectivamente.

Respecto de los plazos que revisaremos a continuación, en mi opinión son de prescripción o, al menos, es ese el tratamiento práctico que se le ha dado en la jurisprudencia y en el Servicio, pero queda anotado que para una parte de la doctrina se trataría más bien de plazos de caducidad; tesis que pareciera confirmar la circular  73 de 2001 que ordena abstenerse de citar y liquidar impuestos prescritos (Es decir, no se requiere declaración de la prescripción, lo que es propio de la caducidad) y, sobre todo, en la circular 74 del mismo año, sobre corrección de vicios o errores manifiestos, en cuanto dispone que esta facultad puede ser ejercida por la autoridad regional, cuando el fundamento sea que la liquidación o giro se refiere a períodos que se encuentran indudablemente fuera de los plazos legales de prescripción; ello, por cuanto en estos casos, de conformidad con lo que previene el artículo 59° del Código Tributario, en concordancia con el artículo 200° del mismo cuerpo legal, el aparato fiscalizador habrá actuado excediendo sus facultades legales; y, el Director Regional, se limita a constatar el hecho y hacer explícita la sanción de nulidad del acto, conforme dispone el artículo 7° de la Constitución Política de la República.

La parte subrayada por nosotros, según vimos, se parece mucho a decir que dichos plazos son de caducidad.

Sobre la materia, a modo de mayor ilustración sobre los fundamentos para estimar que se trata de prescripción, transcribo fallo de la Iltma. Corte de Apelaciones de Valparaíso, que confirmó el razonamiento del Juez Tributario de la V Dirección  Regional  del Servicio de Impuestos Internos, señalando que el plazo establecido en el artículo 200 del Código Tributario es un plazo de prescripción y no de caducidad, como pretendía el contribuyente, por lo cual no opera de pleno derecho ni es irrenunciable.

Para adoptar su determinación, la Iltma. Jurisdicción se basó en la norma interpretativa que sostiene que a las palabras debe dársele su sentido natural y obvio. Aún más, las normas de hermenéutica prescriben que si el legislador las ha definido expresamente para ciertas materias, ese será su significado legal. En efecto, el artículo 2492 del Código Civil ha definido expresamente la prescripción, por lo que no puede dársele otro concepto que el otorgado por el legislador.

Sobre el particular, el fallo de la Corte expresó:

“PRIMERO: Que el apelante funda su petición principal en que el plazo del artículo 200 del Código Tributario es de caducidad y no de prescripción, como consecuencia de lo anterior estima debe anularse el giro reclamado ya que uno de los efectos de la caducidad es que opera de pleno derecho y no es susceptible de renunciarse.

Sin perjuicio de lo dicho en la sentencia apelada, y haciéndose cargo de la apelación y argumentos del alegato en estrados ello no es posible, en virtud de los siguientes fundamentos:

El Título VI del Libro II del Código Tributario se refiere a la prescripción y a ello destina los artículos 200, 201 y 202, en tal virtud inequívocamente el legislador allí norma sobre la prescripción en materia tributaria.

El Código Civil establece, perentoriamente, que la primera norma interpretativa es el sentido natural y obvio de las palabras, y por si fuera poco prescribe que si el legislador las ha definido expresamente para ciertas materias, ese será su significado legal; esta norma del artículo 20 del Código Civil es de claridad palmaria y no dejar lugar a dudas sobre el querer del legislador.

En la especie, el legislador, ha definido la prescripción en el artículo 2.492 del Código Civil, por tal razón no se puede tener otro concepto que éste; por ello el artículo 200 del Código Tributario debe entenderse referido a la prescripción.

La apelante postula que debe distinguirse entre los artículos 201 y 202 por una parte, que si los estima de prescripción, pero el del 200 de caducidad.  Empero el legislador con la modificación introducida al artículo 200 de la Ley 19.506, de 30.07.1997, anterior al giro, no deja duda alguna que se refiere a la prescripción y no otra cosa.

Los casos propuestos por el apelante en su totalidad se refieren a cuestiones en que no se habla directamente de prescripción, como son los del Código de Comercio (incluso en algunos de ellos derechamente se emplea el fonema “caducidad”), Código del Trabajo, Código de Minería, etc., en cuanto al artículo 1885 del Código Civil, tampoco se habla de prescripción y allí la jurisprudencia no es uniforme.  En sentido inverso se puede citar una sentencia de casación (Rev. D° y J.T. 52 Sec. 1ª Pág 145) que al referirse al hoy derogado artículo 89 de la Ley de Impuesto a la Renta resolvió que era de prescripción y no de caducidad.

La forma interpretativa del artículo 20 del Código Civil y demás de hermenéutica, no están allí casualmente o en forma aislada.  Basta recordar que nuestro Código se enmarca dentro del ius racionalismo y se cierra el círculo con el artículo 8° sobre la presunción de conocimiento de la ley, y ello requiere indudablemente de la certeza acerca de que obliga, por lo que es primordial el sistema interpretativo gramatical.  De allí que el apego a un texto claro no es un capricho de los intérpretes, sino que el cumplimiento de la  ley.

Algunos tratadistas (G. Vásquez M.) sostienen que en Chile se ha reconocido la caducidad en cuestiones no sustraídas de la prescripción, sino en situaciones en que se usan expresiones diferentes; significando con ello es completamente diferente al camino seguido en el Código Civil Alemán en que se restringió la prescripción al distinguir otras cuestiones como la usucapión, plazos presuntivos, plazo preclusivos, etc.  En tal sentido si bien interesante, la pretensión del apelante se aparta incluso del modelo teórico seguido en Chile, que es semejante al de las legislaciones que han nutrido del Código Napoleónico.( CORTE DE APELACIONES DE VALPARAISO – 27/07/2000 – ROL N° 3.342-98 – RECURSO DE APELACION - RECLAMO DE GIRO – SERGIO NUÑEZ RAMIREZ c/S.I.I. – MINISTROS SRES. JULIO TORRES ALLU, RAFAEL LOBOS DOMINGUEZ Y GONZALO MORALES HERRERA.)

Elementos de la prescripción extintiva

El artículo 2514° del C.  Civil  establece que “la prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo, durante el cual no se hayan ejercido dichas acciones”; y que “ se cuenta este tiempo (agrega en su inciso 2) desde que la obligación se ha hecho exigible”.

De este artículo aparece que los elementos de la prescripción son dos: La falta de actividad de las partes y el transcurso del tiempo señalado por la Ley; o en otros términos, el no ejercicio del derecho durante el tiempo que ésta señala. No se requiere más; el adverbio “solamente” empleado por el legislador, manifiesta de modo claro lo que se viene diciendo. 

La prescripción corre, dice el artículo 2514°, inciso 2°, desde que la obligación se ha hecho exigible. 

“Se cuenta este tiempo  desde que la obligación se haya hecho exigible” ( Artículo  2514, inciso II, del Código Civil)

Es menester que el acreedor haya estado en  situación de poder ejercitar su derecho y no lo haya hecho. Es, hasta cierto punto, la desidia del acreedor la que se quiere sancionar por la Ley con la prescripción. Se comprende que si el acreedor no ha podido ejercitar sus derechos por causas ajenas o no imputables a su  voluntad no debe sufrir  las consecuencias de la prescripción extintiva. De ahí que la prescripción empiece a correr desde que la obligación se haya hecho exigible, porque sólo desde ese momento el acreedor se encuentra colocado en la situación jurídica de poder hacer valer sus derechos.

Reglas comunes aplicables a toda prescripción.

 
Son aplicables  a cualquier clase de prescripción las reglas de carácter general de los artículos 2492° al  artículo  2497° del Código Civil y ellas se refieren a que la prescripción debe ser alegada y a la renuncia de la prescripción. 

              Lo cierto es que la prescripción extintiva, al igual que la adquisitiva, no produce sus efectos mientras no haya sido declarada por sentencia judicial. De ahí que el legislador diga que el que quiera aprovecharse de la prescripción debe alegarla y que los jueces no puedan declararla de oficio.  

“El que quiera aprovecharse de la prescripción  debe alegarla; el juez no  puede declararla de oficio” ( artículo  2493°,  del Código Civil)

La prescripción  es un beneficio, un recurso que el legislador ha puesto en manos del deudor y cuyo ejercicio lo ha dejado entregado a su conciencia, en atención a que la prescripción extingue el derecho del acreedor sin que este quede satisfecho con la prestación que se le adeuda Por eso la Ley ha estimado mejor dejar al criterio del deudor este beneficio que le otorga; él sabrá si lo alega o no y, por esta  misma razón, el Juez no puede declararla de oficio, aún cuando la prescripción aparezca de manifiesto.

Pero el hecho de que la prescripción debe ser alegada y declarada por el Juez, a petición del que quiere aprovecharse de ella, no quiere decir que la prescripción se produzca en virtud de la sentencia judicial; el papel del juez se limita a comprobar o a dejar establecido que la prescripción ha operado.

El Juez no puede declarar de oficio la prescripción porque no puede convertirse en defensor del demandado. Sin embargo la regla no es absoluta. Hay tres casos en los cuales puede el Juez declarar  de oficio la prescripción y ellos son:



a).- La acción ejecutiva,

.



b).-  En   materia  penal,



c).-  En  materia tributaria, en donde el art. 136°, inciso 1°, del Código Tributario, establece que: 

             “El Director Regional dispondrá en el fallo la anulación  o eliminación de los rubros de la liquidación reclamada que correspondan a revisiones efectuadas fuera de los plazos de prescripción”.

 
Este caso es aplicable sólo cuando efectuada una Liquidación de impuesto en contra de un contribuyente éste opte por reclamar, correspondiendo aquí a la autoridad que está conociendo de dicho reclamo  declarar de oficio la prescripción de todos los impuestos que están siendo cobrados más allá de los plazos de prescripción que establece la Ley tributaria. 

La circular 73 dispone que la anulación o eliminación debe ordenarse, por el Juez Tributario, de oficio o a petición de la parte interesada; siempre y cuando se haya reclamado de la liquidación, y aunque en el escrito de reclamo no se haya invocado la prescripción. No puede solicitarse ni declararse por vía simplemente administrativa. (La última parte de este párrafo, la que señala que no se puede declarar administrativamente, es contradicho en el procedimiento de revisión de la actuación fiscalizadora, en relación con la circular  74 antes citada, ya que en dicho procedimiento, precisamente, se declara en forma administrativa.)

Declaración administrativa.

Nos referimos a la declaración administrativa como aquella que efectúa el Servicio sin necesidad de que el contribuyente presente reclamo alguno y no obstante lo dispuesto en el artículo 136 a que hemos hecho referencia, por la simple vía de dejar de accionar, no citando ni liquidando aquellos impuestos prescritos; pero, además, admitiendo la posibilidad de que se solicite administrativamente por el contribuyente en base a la facultad del artículo 6 letra B Nº 5 del Código, en relación con la circular 74 de 2001 que regula la materia. En tal sentido, en la circular 73 se instruye que el Servicio debe abstenerse de citar al contribuyente al tenor del artículo 63° del Código Tributario, si de los antecedentes existentes en poder del Servicio se puede desprender, sin lugar a dudas, que la irregularidad que se impute al contribuyente incidirá en diferencias impositivas en períodos que exceden de los plazos previstos en el artículo 200° del Código Tributario. Del mismo modo, el Servicio deberá abstenerse de liquidar o girar impuestos que incidan en períodos que están más allá del límite establecido por los plazos legales de prescripción del ya señalado artículo 200° del Código Tributario. 

Por su parte, la circular 74 dispuso que la facultad de corregir aun de oficio un error o vicio manifiesto, puede ser ejercida por la autoridad regional, cuando el fundamento sea que la liquidación o giro se refiere a períodos que se encuentran indudablemente fuera de los plazos legales de prescripción; ello, por cuanto en estos casos, de conformidad con lo que previene el artículo 59° del Código Tributario, en concordancia con el artículo 200° del mismo cuerpo legal, el aparato fiscalizador habrá actuado excediendo sus facultades legales; y, el Director Regional, se limita a constatar el hecho y hacer explícita la sanción de nulidad del acto, conforme dispone el artículo 7° de la Constitución Política de la República.
La  circular  73 se adentra en los fundamentos de esta declaración de oficio, señalando que: 

1.- La función propia de revisar el comportamiento tributario del contribuyente, determinar o liquidar los impuestos y girar u ordenar su entero en arcas fiscales, está sujeta en su ejercicio a la limitación de que se haga oportunamente, dentro de los plazos que señala el Código en el artículo 200º. Conforme lo dispuesto en el artículo 59º del Código Tributario, 

2.- El destino de los eventuales efectos de la revisión, esto es, de la liquidación y/o giro de impuestos, cumplido que sea el plazo de prescripción, queda sujeto a la mera voluntad del contribuyente, al cual le bastará reclamar de una u otro, aún cuando no invoque la excepción de prescripción en su favor, para que ésta deba ser declarada por el juez, anulándose los actos administrativos realizados en forma extemporánea.

3.- Existiría una razón de eficiencia en el empleo de los recursos fiscalizadores del Servicio, que aconseja no emplearlos en labores que resultarán, finalmente, inoficiosas.  

Puede ser renunciada

          
En cuanto a la renuncia de la prescripción, como ella es un beneficio que la Ley da al deudor del cual puede o no servirse, ella puede ser renunciada, en  conformidad al art. 2494 del Código Civil; 


“La prescripción puede ser renunciada” ( artículo  2494°, del Código Civil)

La renuncia de la prescripción puede ser expresa o tácita.-  Es expresa cuando el deudor hace la renuncia en términos formales y explícitos; es tácita cuando el que puede alegarla, ejecute cualquier acto que manifieste en él el propósito de reconocer el derecho del acreedor, como si pide plazo, u otorga garantía, o paga intereses.



“La prescripción puede ser renunciada  expresa  o tácitamente,  pero sólo  después de cumplida.



“Renúnciase tácitamente, cuando  el que puede alegarla manifiesta por un hecho  suyo  que reconoce el derecho  del dueño o  del acreedor, por ejemplo,  cuando cumplidas las condiciones legales de la prescripción, el poseedor de la cosa la toma en arriendo,  o  el  que debe dinero  paga intereses o pide plazos.” ( artículo  2494°, del Código Civil,  completo)

 

Pero de cualquier manera que la prescripción se renuncie, ella debe renunciarse una vez cumplida; en ningún caso anticipadamente, porque hay  un interés público evidente y comprometido en esta materia; si no la renuncia sería una cláusula de estilo en todos los contratos y no habría  lugar a aplicar las disposiciones legales.  Pero una vez cumplida la prescripción, la ley no ve ningún inconveniente para que este beneficio pueda ser renunciado por el deudor, ya que deja a su conciencia entregada esta arma que posee contra  el acreedor. 

La prescripción de la obligación tributaria:

El artículo  59° del Código Tributario dispone que “ dentro de los plazos de prescripción, el Servicio podrá examinar  y  revisar las declaraciones  presentadas por los contribuyentes”.
Además, de acuerdo a lo  prevenido  en el artículo  6° del Código  Tributario,  corresponde al Servicio  de Impuestos Internos, en especial,  la  fiscalización  y aplicación  administrativa de  las disposiciones tributarias, pero  su función propia de determinar o  liquidar los impuestos  y  de girarlos u ordenar  su  entero  en arcas fiscales está sujeto,  en su  ejercicio,   a la limitación  de  que ello  se haga oportunamente,  dentro  de los plazos máximos de prescripción  que señala el artículo  200°; vencidos dichos plazos,  prescribe el  derecho  del Servicio  para revisar, fiscalizar, liquidar o  girar  impuestos insolutos.

Conforme a lo dispuesto en los artículos 200° y 24° del mismo  Código,  podemos añadir que la facultad para girar los impuestos también  debe ejercerla dentro  de esos mismos plazos.


La opción del  Servicio para liquidar, reliquidar o  girar un impuesto y, en general,  para fiscalizar las declaraciones de impuestos, no puede quedar vigente en forma indefinida en el tiempo, la ley ha limitado ese derecho en el tiempo, creando al efecto la institución de la prescripción.

             La acción propia de todo acreedor, visualizada en las obligaciones tributarias, equivaldría a la acción de cobro del impuesto, pero ocurre que además la  administración está dotada por la Ley de otras acciones, como son la de fiscalizar el correcto cumplimiento de la obligación y, aún más, para hacer efectiva la sanción que debe ser aplicada en los casos de incumplimiento, no sólo de la principal de pago, sino también de las otras de carácter accesorio o  complementaria de aquéllas y todas ellas serán afectadas por la prescripción.

Norma legal.



El  artículo 200° del Código tributario  dispone que:



“El Servicio podrá liquidar  un impuesto, revisar cualquiera deficiencia en su liquidación y  girar los impuestos a que diere lugar,  dentro  del término  de 3 años  contado desde la expiración del plazo legal en que debió  efectuarse el pago.”



“El  plazo señalado en el inciso  anterior será de seis años para la revisión  de impuestos sujetos a declaración,  cuando  ésta no  se hubiere presentado o  la presentada fuere maliciosamente falsa. Para estos efectos constituyen  impuestos sujetos a declaración aquellos que deban ser pagados previa declaración  del contribuyente o  del responsable del impuesto”.



“En los plazos señalados en los incisos anteriores y computados en la misma forma prescribirá la acción del Servicio  para perseguir las sanciones pecuniarias que accedan  a los impuestos adeudados.”



Los plazos anteriores  se entenderán aumentados por el término  de 3 meses desde que se cite al contribuyente,  de conformidad al artículo  63° o  a otras disposiciones que establezcan el  trámite de la  citación para determinar o  reliquidar  un impuesto respecto de los  impuestos derivados  de las operaciones que se indiquen  determinadamente en la citación.  Si  se prorroga el plazo conferido al contribuyente en la citación respectiva,  se entenderá igualmente aumentados, en los mismos términos,  los plazos señalados en este artículo.



Las acciones para perseguir las sanciones que carácter pecuniario  y  otras que no  accedan  al pago  de un impuesto prescribirán  en tres años contados desde la fecha  en que se cometió  la infracción.”.



A su  vez,  el artículo  201° siguiente prescribe que:



“En los mismos plazos señalados en el artículo  200°,  y computados en la misma forma,  prescribirá la acción del Fisco para perseguir el pago  de los  impuestos,  intereses, sanciones y  demás recargos.



Estos plazos de prescripción  se interrumpirán:



1.° Desde que intervenga reconocimiento  u  obligación  escrita.




2.°  Desde que intervenga notificación  administrativa de un  giro  o liquidación.



3.°  Desde que intervenga requerimiento judicial.



En el caso del N° 1.°,  a la prescripción  del presente artículo  sucederá la de largo  tiempo  del artículo  2515 del Código Civil.  En  el caso del número 2.°,  empezará a correr un nuevo  término  que será de tres años,  el cual sólo  se interrumpirá por el reconocimiento  u obligación  escrita o por el requerimiento judicial.



Decretada la suspensión  del cobro  judicial a que se refiere el artículo  147°, no procederá el abandono de la instancia en el juicio ejecutivo  correspondiente mientras subsista aquella.



Los plazos establecidos en el presente artículo  y  en el que antecede se suspenderán durante el periodo  en que el Servicio  esté impedido,  de acuerdo   a lo  dispuesto  en el inciso 2°  del artículo  24°,  de girar la totalidad o parte de los  impuestos comprendidos en una liquidación cuyas partidas o  elementos hayan sido objeto de una reclamación tributaria.”


Conforme a lo  anterior podemos distinguir los siguientes plazos de prescripción:

a.- Plazo  de prescripción  de la acción fiscalizadora del Servicio.

b.- Plazo de prescripción de la acción  de cobro  del Fisco.

c.- Plazo de prescripción para el ejercicio de las acciones sancionatorias por simples infracciones administrativas.
d.- Plazo de prescripción  para el ejercicio  de las acciones penales y  las penas emanadas de un  delito  tributario.
e.- Plazo de prescripción para el ejercicio  de la acción que persigue la aplicación  de la sola sanción pecuniaria en caso de delitos tributarios.


Plazo que tiene  el S.I.I. para fiscalizar, liquidar y girar impuestos:

 

El artículo  2521° del Código Civil  dispone que “Prescriben en tres años las acciones a favor o en contra del Fisco y  de las Municipalidades provenientes de toda clase de impuestos”,  precepto  que constituye la regla general en  materia de plazos de prescripción. No obstante, en materia tributaria priman por sobre ella los artículos 200° y 201°.



En  las disposición legales antes referidas,  se indican claramente los dos términos de   prescripción  de las acciones  del Servicio  de Impuestos Internos para revisar, liquidar o  girar  impuestos:



1° Termino  ordinario:  

 
En este caso, la revisión,  liquidación o  giro  de los tributos fiscalizados  por el Servicio, debe practicarse dentro  del plazo de 3 años, contados desde la expiración  del plazo legal en que debió  efectuarse el pago.


Estamos en presencia de lo que será un caso normal de falta de cumplimiento o incumplimiento parcial, por ejemplo, simplemente por descuido o error, se declara y paga menos impuesto del que correspondía.



2° Término extraordinario:  

 
Según señala el inciso II del artículo  200° ya referido,  existe, además del que hemos  denominado término  ordinario  de prescripción, un  plazo extraordinario  de seis años  durante el cual  el Servicio podrá revisar, liquidar y  girar impuestos sujetos a declaración si ésta no  se hubiere presentado o si la presentada fuere maliciosamente falsa.



Según se observa, en materia de impuestos sujetos a declaración existe, en ciertos casos, un plazo especial de prescripción del derecho del Servicio a liquidar, reliquidar o girar estos impuestos. Este plazo es de seis años, en lugar del plazo general de tres años.



Para que el Servicio disponga de este plazo especial para accionar, es necesario que, tratándose de un impuesto sujeto a declaración, ésta no se hubiere presentado o la presentada fuere maliciosamente falsa.



Determinar si se ha presentado o no la declaración y si ésta es o no maliciosamente falsa, es una cuestión de hecho que deberá resolver el Juez, siempre que el contribuyente hubiere reclamado de la liquidación o giro del Impuesto.



En todo caso, los fiscalizadores deberán fundar adecuadamente las liquidaciones o giros que efectúen dentro de este plazo especial, acompañando los antecedentes de los cuales se desprende o con los cuales se acredita la existencia de malicia o el hecho de no haberse efectuado la declaración.

Concepto de "impuestos sujetos a declaración".

Aclara el Código Tributario que, para estos efectos, constituyen impuestos sujetos a declaración aquéllos que deben ser pagados previa declaración del contribuyente o del responsable del impuesto. Dentro de esta nomenclatura de impuestos sujetos a declaración, pueden mencionarse todos los impuestos a la Renta, a las Ventas y Servicios, etc. En cambio, entre los impuestos no sujetos a declaración, se pueden señalar: los impuestos de timbres y estampillas, en algunos casos, y el impuesto territorial.

En opinión del Servicio (Circular 73-2001) una declaración, para que pueda considerarse como tal, debe contener los datos propios de la obligación que se pretende cumplir al presentar el formulario que la contiene; de este modo, no constituye "declaración de impuestos" la presentación del formulario conteniendo sólo los datos de individualización del contribuyente. Sin embargo, sí debe considerarse como tal si el formulario, además de los antecedentes personales del declarante consigna la expresión "SIN MOVIMIENTO" u otra análoga.

Concepto de “maliciosamente falsa”.

A diferencia del caso anterior, el Código no ha definido  legalmente qué debemos entender por  una declaración  de impuestos “maliciosamente falsa”, al respecto la Jurisprudencia ha sostenido: “Para calificar de maliciosamente falsa la declaración  de un  contribuyente no  cabe estarse  a las acepciones de particular ponderación moral  que señala el Diccionario  de la Lengua,  sino  al sentido natural  y obvio  de dichas expresiones,  según  el uso natural de las mismas,  evidenciado en numerosas disposiciones de nuestra legislación positiva que las emplean con  el claro  significado  de obrar a sabiendas, o  sea,  a conciencia de que se procede mal,  con  conocimiento  de la ilegitimidad  del acto ejecutado  y  de sus consecuencias o  también,   referido tales conceptos a las declaraciones de impuestos,  faltar deliberadamente a la verdad u omitir antecedentes que se dejaron  de consignar con  la intención positiva de  eludir  su cumplido pago”.
Para el Servicio, en el mismo sentido, la idea que una declaración de impuestos sea falsa alude a que uno o más de los antecedentes contenidos en ella es simulado, fingido o no ajustado a la verdad de los hechos a que el mismo se refiere. Sin embargo, para los fines del artículo 200º del Código Tributario no basta que en la declaración de que se trate existan datos no verdaderos, sino que además, se requiere que esta falsedad sea maliciosa, es decir, que sea producto de un acto consciente del declarante, quien supo o no pudo menos que haber sabido que lo declarado no se ajusta a la verdad.

Lo malicioso de la falsedad de la declaración debe ser acreditado por el Servicio, toda vez que atendidos los conceptos empleados por el legislador, en principio, debe presumirse que los antecedentes contenidos en una declaración que no se ajusten a la verdad se han debido a un error involuntario del contribuyente, a su descuido o aún, a su negligencia, más no a su mala fe.

Respecto al concepto de malicia aplicable en la especie, debe tenerse presente que no es necesario que ella haya sido declarada o establecida en un proceso por delito tributario.

 Si se ha establecido que las declaraciones de impuesto a la renta de primera categoría presentadas por una sociedad son maliciosamente falsas, aclara la circular que, respecto de las declaraciones de los socios relativas al impuesto global complementario, no necesariamente serán maliciosamente falsas. En efecto, para los fines de la ampliación de los plazos de prescripción, deberá probarse más allá de toda duda razonable, el conocimiento que éstos tenían de que lo declarado personalmente por ellos era falso, por ejemplo, que los socios hayan actuado personalmente en la preparación de la declaración de la sociedad o que, atendido el cargo que desempeñan en la misma no hayan podido sustraerse del conocimiento de la falsedad incurrida en la declaración. En todo caso esta es una cuestión de hecho, que debe aparecer revestida de pruebas suficientes que lo demuestren en forma indubitable.

.



Desde cuando se inicia el plazo de prescripción:

El artículo  200° dispone al respecto “contado desde la expiración del plazo legal en que debió  efectuarse el pago” o, dicho  de otra manera, desde que la obligación  de declarar y eventualmente pagar los impuestos se  “hizo actualmente exigible”,  a fin  de utilizar las expresiones  del artículo  2514°,  inciso II  del Código  Civil:  “se cuenta  este tiempo  desde que la obligación se haya  hecho  exigible”. Sin embargo no se ha usado la misma expresión, no obstante que generalmente coincidirá en el fondo, así por ejemplo, un contribuyente que declara sus rentas el dos de abril, desde ese momento puede ser objeto de acciones fiscalizadoras tendientes a determinar diferencias de impuesto en sus declaración, pero el plazo de prescripción comienza a correr recien el 30 de abril, es decir, después de que se ha hecho exigible.

Para los fines del cómputo de este plazo,  no se altera por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 36º del Código Tributario, que prorroga el plazo de declaración y pago de un impuesto que venza en día feriado, en día sábado o el 31 de Diciembre, hasta el primer día hábil siguiente.

Tampoco se ve alterada la regla por las demás prórrogas de los plazos para declarar, por ejemplo, la que puede hacer el Director respecto de declaraciones por internet, ya que el supuesto legal no se ve alterado, la fecha de expiración legal es la misma y desde ahí se cuenta el plazo.

Según lo que se dice en este párrafo, la norma nos obliga a recurrir a la reglamentación de cada impuesto para determinar la fecha de expiración del plazo legal para efectuar el pago y, en consecuencia, el inicio del plazo de prescripción.



Impuesto a la renta:


Para el caso del impuesto  a la renta, global complementario y/o  adicional, conforme a lo prevenido en el artículo  69°, inciso primero del  DL N° 824,  Ley de Impuesto a la  Renta, “las declaraciones anuales exigidas por esta Ley serán presentadas en el  mes de abril  de cada año en relación  a las rentas obtenidas en el año  calendario comercial anterior, según proceda”, salvo  las excepciones que dicha normas  también indica. Luego,  el 30 de abril  de cada año,  es el inicio de plazo de prescripción,  para los efectos de los referidos  Impuestos,



Como  consecuencia de lo  anterior,  las eventuales diferencias de impuesto a la renta,  global complementario  o  adicional que pudiere determinar el Servicio, acontecidas en el  año  calendario  comercial  1996, en que el plazo para pagar el impuesto que se determine expira el 30 de abril del año calendario siguiente (año tributario), podrán ser liquidadas, a más tardar, el 30 de abril  del año  2000, en principio,  y siempre que  la declaración  respectiva se haya efectivamente presentado por el contribuyente y no  sea maliciosamente falsa; esto es,  si  se aplica el periodo  ordinario  de prescripción.



Por el contrario,  si  el contribuyente no  hubiere presentado declaración  de impuesto a la renta  por el año  tributario  1997,  calendario comercial  1996, o  si la presentada fuere maliciosamente falsa, conforme a lo  antes desarrollado,  el plazo que tendría el Servicio  para liquidar dichos impuestos vencería, a más dar,  en principio,  el  30 de abril  del año  2003.



Impuesto  al Valor Agregado:
Para el caso del IVA,   y  atendido  el mérito  de lo  dispuesto en el artículo 64° del DL N° 825 de 1975, Ley del IVA, que dispone: “los contribuyentes afectos a la presente Ley deberán pagar en la Tesorería Comunal respectiva, o en las oficinas bancarias autorizadas por el Servicio  de Tesorerías, hasta el día 12 de cada mes  los impuestos devengados en el mes anterior”;  el plazo máximo  que tendría el Servicio  para liquidar  el impuesto, tratándose de inconsistencias  correspondiente al  periodo tributario julio  de 1996,  siempre y cuando la declaración  respectiva se hubiere presentado y  además si ésta no  fuese maliciosamente falsa,  sería hasta el  12 de Agosto  de 1999.

Por el contrario, si  por dicho  periodo el contribuyente no  hubiere presentado declaración,  estando obligado  a hacerlo  o  si  la presentada fuere maliciosamente falsa,  dicho  plazo se extendería  hasta el 12 de Agosto de 2002.

Por consiguiente, señala en otro ejemplo la circular 73, el plazo de prescripción de tres años que tendría el Servicio para determinar diferencias de impuestos de Primera Categoría de la Ley de Impuesto a la Renta, del año tributario 2001, vencería el 30 de abril del año 2004, a las 24 horas; ello porque el plazo para pagar el referido impuesto expiró el 30 de Abril de 2001. Por su parte, el plazo de prescripción referido al Impuesto al Valor Agregado del mes de diciembre de 2000, vencería el día 12 de Enero del año 2004, en virtud a que el plazo para pagar el impuesto en cuestión expira el 12 de enero del año 2001.

 

Por consiguiente, y dando aplicación a las normas expre​sadas en este párrafo, el plazo de prescripción de tres años que tendría el Servicio para determinar diferencias de im​puestos de Primera Categoría de la Ley de Impuesto a la Renta, del año tributario 2001, vencería el 30 de abril del año 2004, a las 24 horas; ello porque el plazo para pagar el referido impuesto expiró el 30 de Abril de 2001. Por su parte, el plazo de prescripción referido al Impuesto al Valor Agregado del mes de diciembre de 2000, vencería el día 12 de Enero del año 2004, en virtud a que el plazo para pagar el impuesto en cuestión expira el 12 de enero del año 2001.



Ley de Timbres y Estampillas:


Para el caso del  Impuesto de la Ley de Timbres y Estampillas, establecida por el DL   N° 3475, de   1980, y conforme a lo prevenido en el artículo  15° que establece 

             “salvo  norma expresa en contrario,  los impuestos de la presente Ley deberán pagarse dentro  de los siguientes plazos:



 N° 1: Los instrumentos privados y otros documentos,  dentro  de los cinco primeros días hábiles  a contar de su emisión,  esto es, de ser suscrito por sus otorgantes;



N° 2: Los contribuyentes obligados a declarar su renta efectiva mediante  un  balance general determinado de acuerdo  a contabilidad completa,  para los efectos de la Ley de la Renta,  dentro  del mes siguiente a aquél en que se emiten los documentos.



No obstante,  los impuestos que gravan los documentos  a que se refieren los N° 2 y  4 del  artículo  1°, deberán pagarse,  en todo caso,  anticipadamente al momento  de solicitar su autorización  al Servicio  de Impuestos Internos o  al organismo  que el Director de ese Servicio  designe.



N° 3:  Los bancos, cuando  sean el primer responsable del pago  del impuesto, y por los documentos que emitan o  se tramiten ante ellos; dentro  del mes siguiente de entregados los cheques al girador, emitidos los documentos o admitidos éstos a tramitación,  según  corresponda.



El mismo  plazo señalado en el párrafo  anterior  se aplicará al impuesto  establecido  en el inciso segundo  del N° 1,  del artículo  1°, el cual se contará, tratándose de un giro,  cargo  o  traspaso  de fondos,  desde que éstos se efectúen.



N° 4: Los impuestos del artículo  3°, dentro  del mes siguiente a aquél  en que se devengue.



N° 5: por los documentos y actas de protesto de letras de cambio  y pagarés  a que se refiere el artículo  4°.



a) Dentro  del plazo de 60 días corridos a contar de la fecha de otorgamiento  de la escritura pública, aún  cuando  no haya sido autorizada por el respectivo funcionario y  siempre que el Notario no la haya dejado sin efecto.



b) dentro del  mes siguiente a la fecha  en que se autorizaron  o  protocolizaron las escrituras privadas o  se efectuó  la actuación tratándose de  protestos de letras de cambio  y pagarés.



Los impuestos que según lo  dispone el artículo 11° deben retener los funcionarios allí indicados, dentro  de los mismos plazos señalados en las letras anteriores, según corresponda.” 

 

Los plazos de 3 y 6 años, respectivamente,  se iniciarán precisamente  al momento de vencimiento de cada uno  de los plazos antes referidos.



Impuesto Territorial:


Para el caso del  Impuesto territorial, establecido  por la Ley N° 17.235,  de 1969,  la tasa del impuesto, del 15 por mil  al año, aplicable sobre los avalúos de los predios, fijados por el Servicio  de conformidad a dicha Ley , por disposición  de su artículo  45° “será pagado en cada año  en cuatro  cuotas en los meses de abril, junio,  septiembre y Noviembre”; luego , el plazo para el “cobro” de tales tributos comenzará a correr el  30 de abril; 31 de Junio, 30  de Septiembre y  31 de Noviembre respectivamente.



Para el caso de emitir cobro suplementario por modificaciones de los predios, que  importe una mayor contribución  que la que figura  en los roles semestrales,  el Servicio  sólo puede operar retroactivamente hasta 3 años; así, una ampliación  de la superficie construida o  variación  en la calidad de la construcción, si  ella fue ejecutada en el predio  el año  1995,  el Servicio  sólo podría emitir boletines de cobro suplementario,  si  contamos como  fecha de la detección el  15 de mayo  de 1995,  hasta el 1° semestre de 1998,  con  lo cual el plazo de prescripción  de este impuesto  es de 3 años, para los efectos de la emisión  de roles suplementarios que pretenden hacer efectivas las variaciones de avalúos de los predios por las modificaciones que éstos sufren.



Téngase presente que tratándose de impuestos que se pagan por cuotas,  como  es el caso de este Impuesto Territorial, el plazo corre independientemente para cada una de ellas.

Impuesto a las  Asignaciones por Causa de Muerte y Donaciones entre Vivos:



El Artículo  202° del Código tributario  ordena que 



“sin  perjuicio  de las normas  de los artículos 200° y 201°,  el plazo de prescripción para el cobro de los impuestos a las asignaciones por causa de muerte y  a las donaciones, será de seis años si el contribuyente no  hubiere solicitado la determinación provisoria o  definitiva de los impuestos. En los demás casos dicho  término  será de tres años”. 



Así,  en principio  el plazo de prescripción para ejercer la fiscalización sobre este impuesto es de 3 años,  el cual  puede aumentar a 6 si el contribuyente no  hubiere solicitado la determinación provisoria o  definitiva de los impuestos,  en al forma prevista en el Título  VII de la Ley N° 16.271.



El referido plazo, de tres o  seis años, se cuenta desde el momento  en que vence el plazo de dos años, atendido lo  dispuesto  en el artículo  50° de la Ley N° 16.271 que ordena 



“el impuesto deberá pagarse dentro del plazo de dos años, contado desde la fecha en que la  asignación  se defiera”.



Debe tenerse presente, en síntesis, que el plazo de 3 o  6 años, según  corresponda,  comienza a correr dos años después del fallecimiento  del causante; tratándose de  donaciones,  desde la  fecha del acto  o  contrato.



Conforme a lo  anterior,  es perfectamente posible que comience a prescribir el  impuesto  y  el Servicio lo ignore porque, por ejemplo,  no  se ha solicitado  la posesión  efectiva de la herencia respectiva.



 Hasta cuándo corre el plazo para liquidar un impuesto?



La respuesta se encuentra en el artículo  48° del Código Civil  que establece que “todos los plazos de días,  meses o  años de que se haga mención  en las leyes o  en los decretos del Presidente de la República,  de los tribunales  o  juzgados, se entenderán que han de ser completos; y correrán además hasta la  medianoche del  último  día del plazo”.



El inciso II agrega que “el primero y  último  día de un plazo de meses o  años  deberán tener un mismo  número  en los respectivos meses” finalizando con la expresa indicación que “ se aplicarán estas reglas a las prescripciones” .



Luego  hay plazo para fiscalizar, liquidar o  girar  un impuesto hasta la medianoche del último  día del plazo.



Téngase presente que por tratarse los plazos de prescripción de un  término  de años, el plazo no  se suspende durante los días domingos y festivos o días inhábiles,  ni  se suspende tampoco  durante el feriado judicial  del mes de Febrero de cada año.

MODIFICACION DE LOS PLAZOS



A las normas antes señaladas, en cuanto a los términos que para cada caso se establecen para que el Servicio ejerza sus acciones, debe agregarse que, en ciertas situaciones previstas por el legislados, dichos plazos se ven alterados, ya sea en cuanto se aumentan por un término adicional; se renueva un plazo fenecido; se suspende un plazo o se interrumpe su transcurso. Las instituciones que determinan estos efectos son el aumento, la renovación, la suspensión y la interrupción, conceptos que pasamos a ver a continuación.

I.- EL AUMENTO DE LOS PLAZOS DE PRESCRIPCION:


A.- PRIMER CASO: POR CITACION.

    

El inciso tercero del artículo 63° del Código Tributario, dispone que "La citación producirá el efecto de aumentar los plazos de prescripción en los términos del inciso 3° del artículo 200° respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en ella".

             A su turno, el inciso 4° del artículo 200°, dispone lo siguiente: "Los plazos anteriores se entenderán aumentados por el término de tres meses desde que se cite al contribuyente, de conformidad al artículo 63° o a otras disposiciones que establezcan el trámite de la citación para determinar o reliquidar un impuesto  respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación. Si se prorroga el plazo conferido al contribuyente en la citación respectiva se entenderán igualmente aumentados, en los mismos términos, los plazos señalados en este artículo."

             A su vez, el artículo  63°, en parte pertinente, dispone:


“El  Jefe de la Oficina respectiva del Servicio podrá citar al contribuyente para que dentro  del plazo de un  mes, presente una declaración o  rectifique, aclare,  amplíe o confirme la anterior.”
    
         Según se observa de las normas legales transcritas, el solo hecho de notificarse una citación al contribuyente en los términos que la concibe el artículo 63°, aumenta automáticamente en tres meses los plazos de prescripción de tres o seis años, según el caso, dentro de los cuales puede el Servicio de Impuestos Internos ejercer su acción fiscalizadora. Pero, debemos destacar que este aumento no es para cualquier impuesto, ni siquiera un período determinado, sino que exclusivamente de aquellos impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en la citación.

    

Como sabemos, conforme el artículo 63° del Código, la citación es un trámite facultativo para el Servicio, salvo en aquellos casos en que la Ley la establezca como un trámite previo. 



Al tenor de las disposiciones legales transcritas -artículos 63° inciso tercero y 200° inciso tercero-, la citación debe especificar las materias sobre que el contribuyente tiene obligación de declarar o rectificar, aclarar, ampliar o confirmar lo declarado anteriormente. Dicha especificación es de vital importancia pues delimitará el ámbito de aplicación  del aumento de los plazos de prescripción.

     

En otras palabras, el aumento de los plazos de prescripción a que nos hemos referido tiene un carácter relativo; sólo afecta a los impuestos que se derivan de las operaciones a que se refiere específicamente la citación y ello es lógico debido a que el legislador tuvo en cuenta un plazo adicional para que el servicio ejerza sus acciones, en atención a que deben ser analizados los antecedentes que el contribuyente puede traer dentro del plazo de citación.



Reiteramos que esta ampliación sólo  rige exclusivamente respecto de  “los  impuestos derivados  de las operaciones que se indiquen  determinadamente en la citación”.  Por tanto, para que esta ampliación opere es necesario:



a)  Que en la citación  se indique,  con la mayor precisión  y exactitud posible, las operaciones del contribuyente que se tratan de aclarar y  que puedan dar lugar al cobro  de un impuesto. No  es indispensable  determinar y calcular el tributo  en la citación.



b)  Que la liquidación,  reliquidación  o  giro  de los impuestos que graven a las operaciones detalladas en la citación se notifique personalmente o por carta certificada antes de que transcurra el plazo de   tres o  seis años, según  corresponda,  aumentados en el  término  de tres meses.

B.- SEGUNDO AUMENTO DEL PLAZO DE PRESCRIPCION, POR PRORROGA DE LA CITACION

     

 “A solicitud del interesado  dicho funcionario podrá ampliar este plazo por una sola vez, hasta por un  mes.  Esta facultad podrá ser delegada  en otros Jefes de las respectivas  oficinas”. ( artículo  63°, inciso  II,  del Código Tributario)

 

En el evento de que quien corresponda, acceda a ampliar el plazo para dar respuesta a la citación, solicitado por el interesado, el plazo de prescripción de tres o seis años se entenderá aumentado, en los tres meses ya señalados y, además, en el término que haya sido prorrogado.



Dado  el hecho que el plazo de ampliación  de días de la prórroga no los fija el Código  sino  el Jefe de la Oficina del Servicio, no  se aplica el  artículo  10°   y en consecuencia, rege la norma general del artículo 50° del Código  Civil,  esto  es,  sería una prórroga de días corridos.


Un problema relacionado con esta materia es el que se plantea respecto de la forma como se conjugan el plazo de prescripción general con el plazo de tres meses de aumento automático por la citación, en orden a si el plazo de tres meses corre a contar del último día del plazo de prescripción de tres o seis años o, por el contrario, debe contarse desde el día siguiente al vencimiento del primero.

     

Para entender el problema sugerimos el siguiente ejemplo real: Se fiscalizan ingresos constitutivos de renta del año 1992, correspondiente al año tributario 1993. Como el plazo legal para el pago vence el 30 de abril de 1993, los tres años de prescripción ordinaria vencen el 30 de abril de 1996. 



Habiendo practicado citación el 29 de abril de 1996, el plazo de prescripción se ve aumentado en tres meses. Según el fiscalizador el nuevo plazo de prescripción expira el 1 de agosto de 1996 dado que el 30 de abril fue el último día del plazo de tres años y el plazo adicional de tres meses debe contarse desde el día siguiente, en el ejemplo, 1 de mayo. 



Creemos que lo  acertado es entender que el plazo ampliado expiró el 30 de julio de 1996; ello en consideración a que se trata de un plazo de meses que corre a continuación de un plazo de año y que conforme el artículo 48° del Código Civil, tienen un mismo número de día de inicio y de término. De esta forma, si el plazo corre desde el día 30 de un mes, vence el 30 del último mes, sin importar que los meses tengan 28, 29, 30 o 31 días. El único caso de excepción se da si el mes de inicio es superior en días al de término y el plazo se inicia a fin de mes, en cuyo caso se cuenta hasta el último día del mes de término, por ejemplo, plazo de dos meses que se inicia el 31 de diciembre, vence el 28 de febrero.



Sin embargo, en la circular 22 de ocho de marzo de 2002, en que se modifica la circular 73 sobre prescripción, se señala un ejemplo con esta segunda ampliación, en donde parece recoger la primera tesis, es decir, se debería, en opinión del Servicio, contar desde el día siguiente. Sin embargo ello sería contradictorio con la forma en que se cuentas los plazos en todos los demás casos en dicha circular.



Por último, se ha planteado la posibilidad de citar más de una vez a un contribuyente por los mismos periodos e impuestos  a  fin  de obtener sucesivos aumentos de 3 meses respecto del mismo  periodo  citado.  A nuestro entender dicha práctica es insostenible:  dado  el hecho  que el artículo 200° del Código  dispone que “los plazos anteriores” ; esto es, los plazos de 3 o  6 años, según  corresponda,  son los que se aumentan por 3 meses, no  sería legalmente pertinente, en nuestro concepto  volver a aplicar un  plazo de aumento de 3 meses por sobre un  periodo   ya ampliado  de 3 años y 3 meses o  6 años y 3 meses, según  corresponda.

C.- TERCER CASO: POR DEVOLUCION DE NOTIFICACION POR CARTA CERTIFICADA.



El artículo  11°,  inciso IV, del  Código Tributario,  recientemente modificado, dispone “si  el funcionario  de Correos no  encontrare  en el  domicilio  al  notificado o  a otra persona adulta o  éstos se negaren  a recibir la carta certificada o  a firmar el recibo, o  no  retiraren la remitida en la forma señalada en el inciso  anterior dentro  del plazo de quince días,  contados desde su  envío,  se dejará constancia de este hecho  en la carta, bajo  las firma del funcionario  y  la del Jefe de la Oficina de Correos que corresponda y  se devolverá al Servicio,  aumentándose o  renovándose por este hecho los plazos del artículo  200° en tres meses,  contados desde la recepción  de la carta devuelta”.
     

La devolución de la carta certificada determina que se aumenten o renueven, en tres meses, los plazos de prescripción para revisar, liquidar y girar impuestos y aplicar las sanciones pecuniarias que acceden a los impuestos adeudados, que establece el Artículo 200°, del Código Tributario. En consecuencia, si la carta devuelta es recibida antes de que haya vencido el plazo de prescripción normal, se produce  el aumento de tres meses a contar del último día del plazo,  y si ésta se recibe después de transcurrido el plazo de prescripción, éste se renueva por un término de tres meses a contar de la recepción por el Servicio de la carta devuelta.

     

La recepción de la carta por el Servicio se acreditará con el atestado de un Ministro de Fe, quien dejará constancia, en el mismo sobre, de la fecha en que ésta ha sido devuelta por Correos. Dicho sobre se agregará a los antecedentes del caso respectivo.”
     

En conclusión, tenemos un nuevo caso de aumento de los plazos de prescripción, aplicable siempre que se trate de notificaciones por carta certificada y que se den algunas de las siguientes situaciones:

     

a).- Si el funcionario de correos no encuentra a persona adulta en el domicilio del notificado;

     

b).- Si la persona adulta que se encuentre en el domicilio del notificado se niega a recibir la carta;

     

c).- Si la persona adulta que se encuentre en el domicilio del notificado se niega a firmar el recibo correspondiente;



d).- Si no retira el destinatario o su mandatario la carta desde el Correo en el plazo de quince días contados desde su envío.

     

En cualquiera de estos casos, el funcionario de correos debe dejar constancia del hecho en la carta y luego bajo firma del funcionario y del jefe de correos correspondiente, se devuelve al Servicio.



A  su vez, el Servicio  debe dejar constancia de la fecha de recepción  de la carta certificada mediante el atestado  de un Ministro de Fe.

     

El Servicio deberá proceder a practicar la notificación en una forma distinta de la Carta Certificada; es decir, personalmente o por cédula: no es posible reintentar una notificación por Carta Certificada, ni siquiera a otro domicilio.

     

Ejemplo: Se pretende liquidar los impuestos a la renta que debieron declararse  hasta el 30 de abril de 1992. Como no se declaró y se trataba de impuestos sujetos a declaración, el plazo de prescripción es de seis años y vence el 30 de abril de 1998. El 20 de marzo se envió al correo una liquidación para ser notificada por carta certificada; como no había persona adulta en el domicilio, la carta es devuelta y recepcionada en el Servicio el 15 de abril, la prescripción se ve aumentada en tres meses contados desde  el vencimiento  del plazo de prescripción extraordinario; esto es, hasta el  30 de Julio  siguiente.



Lo anterior es sin perjuicio de que si existe citación, el plazo se verá también aumentado en tres meses y en los días que dure la prórroga, si la hay, según vimos anteriormente.



Es importante tener presente que las normas de prescripción son de orden público; se deben interpretar restrictivamente, por lo que el importante efecto que se da a la devolución de la carta certificada sólo puede operar exclusivamente en las situaciones que plantea la Ley. Así por ejemplo, si la carta se envía a una dirección errada o inexistente o a una casilla de correos de otra persona y es devuelta, no se producirá el efecto descrito: no se habrá ampliado la prescripción.

 

El Servicio ha dicho que,  si la carta devuelta es recibida antes de que haya vencido el plazo de prescripción normal, se produce  el aumento de tres meses “a contar del último día del plazo”,  y si ésta se recibe después de transcurrido el plazo de prescripción, éste se renueva por un término de tres meses a contar de la recepción por el Servicio de la carta devuelta.  ( pag.  14 de la Circular 48  de 1997)



Téngase presente que respecto de la fecha en que se cuenta el aumento  la Circular ha ido, aparentemente,  más allá del  tenor literal de la ley,  pues el actual tenor del inciso IV del artículo  11°  señala “contados desde la recepción  de la carta devuelta”,  mientras que la Circular prescribe que dicho aumento  comienza a correr “a contar del último día del plazo ( de prescripción)”.

 

La circular 73 emplea el siguiente ejemplo que demuestra como pueden concurrir las tres ampliaciones a que nos hemos referido, por citación, por prórroga y por carta certificada devuelta: Si la carta certificada con la que se pretendió notificar la "citación" es devuelta y su recepción por el Servicio se efectúa dentro del plazo de prescripción de 3 ó 6 años, según el caso, el aumento de tres meses que sufre dicho plazo se computará a continuación del término de los 3 ó 6 años que están corriendo.



Ahora bien, una vez recibida la carta devuelta, de inmediato deberán tomarse las medidas necesarias para la notificación de la citación en forma personal o por cédula, y sólo una vez practicada ésta, se producirá el aumento de 3 meses del plazo de prescripción a que se refiere el inciso cuarto del artículo 200º del Código Tributario, el cual se computará a continuación del primer aumento o renovación de 3 meses, que produce la devolución de la carta.



II.- LA RENOVACION DE LOS PLAZOS DE PRESCRIPCION:

     

Esta es una institución nueva, desconocida en el derecho antes de la ley 19.506 y que podríamos definir como el efecto que la Ley confiere al hecho de haber sido devuelta una notificación por Carta Certificada encontrándose ya cumplida la prescripción, en cuya virtud los plazos de prescripción que se encontraban cumplidos, vuelven a estar vigentes por tres meses para el sólo efecto de practicar la notificación de otra forma válida.

     

Como dijimos, si la carta es devuelta en los términos que señala el artículo 11° del Código Tributario, aumenta el plazo de prescripción en tres meses contados desde la recepción de la carta en el Servicio, si los plazos no estaban vencidos. Ahora bien, si la carta es recepcionada en el Servicio después de vencido el plazo de prescripción, esta se renueva por tres meses, contado desde la fecha de recepción en el Servicio de la carta devuelta. 

     

Así por ejemplo, se pretende liquidar diferencias en el impuesto a la renta que se declaró en abril de 1995. Como no se trata de declaraciones maliciosamente falsas, el plazo de prescripción es de tres años y vence el 30 de abril de 1998. El 20 de abril de 1998 se mandó al correo una liquidación para ser notificada por carta certificada y como no fue retirada de la casilla dentro de los quince días de enviada, la carta es devuelta y recepcionada en el Servicio el 25 de mayo. En este caso la prescripción se renueva por tres meses contados desde la recepción de la carta, es decir hasta el 25 de agosto.



Interesante es meditar acerca de la naturaleza jurídica del periodo comprendido  entre el  30  de abril  de 1998 y  el  25 de mayo del mismo  año. Por el solo  sortilegio de la Ley, la acción fiscalizadora del Servicio, que al 30  de Abril  de 1998  había ya fenecido  por haberse verificado la prescripción,  vuelve a  cobrar vigencia el  25 de Mayo, por 3 meses más.



III.-  SUSPENSION DEL PLAZO DE PRESCRIPCION :
     

Tanto en el Código Tributario como en la Ley sobre Impuesto a la Renta, se contemplan normas en las que se dispone, frente a la ocurrencia de determinados hechos, el efecto de suspender la prescripción, pero sin entrar a precisar en que consiste ella.

     

Por su parte, recurriendo a las normas del Derecho Común, encontramos que el Código Civil, en su artículo 2509°, nos da luz para entender qué es la suspensión de la prescripción, al expresar que  la prescripción ordinaria puede suspenderse, sin extinguirse; en ese caso, cesando la causa de la suspensión, se le cuenta al poseedor el tiempo anterior a ella, si alguno hubo. A continuación, el artículo señala las personas en favor de quienes se suspende la prescripción; lo que se reitera en el articulo 2520°, respecto de la prescripción como medio de extinguir las acciones judiciales.



“la prescripción ordinaria puede suspenderse, sin  extinguirse: en ese caso,  cesando la causa de la suspensión,  se le cuenta  al  poseedor el tiempo  anterior a ella, si alguno  hubo” ( Artículo   2509°, del Código  Civil)



“la prescripción que extingue las obligaciones se suspende  en favor de las personas enumeradas en los números 1.° y  2.°, del artículo  2509.



Transcurridos diez años no  se tomarán  en cuenta las suspensiones mencionadas en el inciso  precedente” ( Artículo  2520°, del Código  Civil)

     

Atendidas las disposiciones legales citadas, podemos definir la suspensión de la prescripción como la detención del cómputo del plazo de prescripción, en razón de circunstancias especiales previstas en la ley que le consagran ese efecto, para dar lugar a la reanudación una vez que han cesado o desaparecido tales razones.
     

En consecuencia, si el hecho o circunstancia se produce en forma coetánea al inicio del plazo de prescripción, éste no puede empezar a correr mientras ese hecho o circunstancia no cese o desaparezca. Por el contrario, si ocurre una vez que ha comenzado a transcurrir el plazo, este tiempo no se pierde para el prescribiente, sólo deja de computarse , para reiniciarse una vez desaparecido el hecho, hasta completar lo que faltaba.

     

CAUSALES DE SUSPENSION

     

En nuestra legislación tributaria se contempla la suspensión de los plazos de prescripción, en los siguientes casos:

     

a ) Suspensión por impedimento de girar impuestos reclamados:

     

El inciso final del artículo 201° del Código Tributario dispone que: "Los plazos establecidos en el presente artículo y en que antecede se suspenderán durante el período en que el Servicio esté impedido, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso 2° del articulo 24°, de girar la totalidad o parte de los impuestos comprendidos en una liquidación cuyas partidas o elementos hayan sido objeto de una reclamación tributaria".

     

La cita que la disposición transcrita hace al inciso 2° del artículo 24°, debe entenderse en la actualidad al inciso 3° que dispone: "salvo disposición en contrario los impuestos determinados en la forma indicada en  el inciso anterior y las multas respectivas se girarán transcurrido el plazo de sesenta días señalado en el inciso 3° del artículo 124°. Sin embargo, si el contribuyente hubiere deducido reclamación, los impuestos y multas correspondientes a la parte reclamada de la liquidación, se girarán sólo una vez que la Dirección Regional se haya pronunciado sobre el reclamo o deba éste entenderse rechazado de conformidad al articulo 135° o en virtud de otras disposiciones legales.  Para el giro de los impuestos y multas correspondientes a la parte no reclamada de la liquidación, dichos impuestos o multas se establecerán provisionalmente con prescindencia de las partidas o elementos de la liquidación que hubieran sido objeto de la reclamación".
     

Requisito para que opere la suspensión:

     

De acuerdo a las disposiciones legales citadas, y considerando que la suspensión es de derecho estricto, para que ella se produzca deben concurrir copulativamente los siguientes requisitos:

     

1.- Que el Servicio hubiere practicado  una liquidación de impuesto.

     

2.- Que el contribuyente hubiere deducido reclamo en contra de la liquidación, dentro del plazo  de sesenta días, señalado en el inciso tercero del artículo 124°.

     

En consecuencia, no basta para que se entienda suspendida la prescripción, que el Servicio esté impedido de girar los impuestos comprendidos en una liquidación -como ocurre mientras está pendiente el plazo que tiene el contribuyente para reclamar- sino que el impedimento deriva de la interposición del reclamo.  Por tanto, si el contribuyente en definitiva no formula reclamo, el plazo de prescripción no puede entenderse que haya estado suspendido.  Lo mismo ocurre, si se deduce reclamo, respecto del período comprendido entre la fecha de notificación de la liquidación y la de interposición de éste.

     

Lapso de la suspensión: 

            En este caso, la prescripción debe entenderse suspendida por el lapso que medie entre la interposición del reclamo y la notificación de la sentencia en que el Director Regional se pronuncie sobre él, o en su defecto, en el momento en que debe entenderse rechazado de conformidad a lo prescrito en el artículo 135° o en virtud de otras disposiciones legales.

     

Como se puede apreciar, la suspensión cesa con la sentencia de primera instancia, oportunidad en que se levanta el impedimento del Servicio para girar los impuestos, independiente de que en su contra se deduzca recurso de apelación para ante el Tribunal de Alzada que corresponda.  Ello en atención a que el recurso de apelación se concede en el sólo efecto devolutivo, esto es, que su interposición no suspenda el cumplimiento de lo resuelto por el Tribunal de primera instancia, lo que se materializa a través de la emisión del giro del impuesto, y su ejecución de cobro en caso de no pago.

     

Por lo anterior es que el artículo 147°, inciso 2°, del Código Tributario,  faculta a la Corte de Apelaciones que le corresponde conocer del recurso, para que a petición del contribuyente, pueda ordenar la suspensión total o parcial del cobro de impuesto por un plazo determinado y renovable.  Igual facultad  se le confiere a la Corte Suprema conociendo de los recursos de casación que pudieran deducirse en contra de lo que resuelva el Tribunal de Segunda Instancia.

En los casos en que se emite el giro sin liquidación previa,  el contribuyente puede reclamar del  giro, de acuerdo  a lo prevenido  en el artículo  124° del Código  del ramo, dentro  del plazo de 60  días. En consecuencia, aquí no  hay impedimento  de girar pues el giro  ya ha sido  emitido y, por lo  mismo no  hay suspensión  de la prescripción. En  consecuencia,  sólo  queda al contribuyente hacer uso del derecho a la suspensión del cobro  del impuesto,  de acuerdo  al inciso IV del artículo  147° del  Código  Tributario, norma que no distingue o discrimina respecto de  los  impuestos sujetos a retención  o  recargo. 

Cuando el contribuyente paga el impuesto liquidado dentro  del plazo de 60  días de notificada la liquidación; conforme a lo  prevenido  en el artículo  124°,  en este evento, el contribuyente tiene el plazo de un  año para interponer su reclamo y como  ya se han girado los impuestos, no  hay suspensión por impedimento  de girar.  lo cual es sin perjuicio  de que el contribuyente igualmente pueda impetrar su derecho  a la suspensión,  el  cual   es facultativo  concederlo por parte del Director Regional., suspensión del cobro que puede conceder incluso  cuando  el giro  aún no  sea reclamado,  según lo permite el inciso  V del citado  artículo  147°.

b) Suspensión por la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad.
     

El inciso quinto del N° 16 ,del artículo 97°, del Código Tributario establece que: "En todo caso, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad suspenderá la prescripción establecida en el artículo 200°, hasta la fecha en que los libros legalmente reconstituidos queden a disposición del Servicio".

     

De acuerdo a lo expuesto, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad, además de llegar a constituir una o más infracciones tributarias, produce el efecto de suspender el plazo de prescripción establecido en el artículo 200° del Código Tributario.  Ahora, el tiempo en que debe el contribuyente reconstituir sus libros de contabilidad no queda a su arbitrio, sino que el debe ser fijado por el Servicio, con la sola limitación de no poder ser inferior a treinta días.



De acuerdo a lo anterior, para que opere la suspensión de la prescripción en este caso, deben darse las siguientes circunstan​cias:

a)
Que se verifique la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad del contribuyente.



Al efecto, debe tenerse presente que basta el hecho de la pérdida o inutilización, vale decir, no es requisito que el contribuyente haya sido sancionado por el hecho o que la pérdida o inutilización se haya verificado por culpa o dolo del contribuyente; En este sentido, aún la pérdida o inutilización fortuita de la contabilidad provoca este efecto.



Cabe observar en este punto, que la pérdida debe afectar a libros de contabilidad, consecuentemente, no se produce el efecto de la "suspensión", en caso de pérdida o inutilización de la documentación de respaldo de la contabilidad.

b)
La suspensión afecta a las acciones referidas a los períodos registrados en los libros perdidos.



Obviamente,  el hecho de  la pérdida o inutilización de los libros contables no afecta indiscriminadamente a todos los períodos tributarios de la vida del contribuyente sino sólo a aquellos que se encontraban registrados en los libros perdidos o inutilizados.

c)
No se requiere que la pérdida o inutilización alcance a todos los libros contables del contribuyente.



A este efecto, basta que la pérdida o inutilización alcance a uno o parte de uno de los libros donde se asientan, para los fines del control tributario, las operaciones que efectúa el contribuyen​te. 



Lapso de la suspensión: En este caso la suspensión del plazo de prescripción se produce por el lapso que media entre la fecha en que se pierden o inutilizan los libros de contabilidad hasta el momento en que ellos, legalmente reconstituidos, queden o sean puestos a disposición del Servicio.  En consecuencia, para que se reanude el plazo de prescripción, no es suficiente que el contribuyente haya efectuado la reconstitución, sino que requiere que tal circunstancia la ponga en conocimiento del Servicio.



c) Ausencia del contribuyente
     

El inciso 3° del artículo 103° de la Ley sobre Impuesto a la Renta, dispone que: "La prescripción de las acciones del Fisco por impuestos se suspende en caso que el contribuyente se ausente del país por el tiempo que dure su ausencia".  A su vez, el inciso 4° establece que "transcurridos diez años no se tomará en cuenta la suspensión del inciso anterior".



Al  respecto debe tenerse presente que:



1.-  La suspensión  de las acciones del Fisco alcanza también  a las acciones del  S.I.I. para liquidar,  reliquidar  liquidaciones deficientes y  girar los impuestos.



2.-  La suspensión  de la prescripción se aplica a cualquier  impuesto fiscal interno,  pues el inciso  3°,  del artículo  103° de la Ley de la Renta se refiere, en forma amplia,  a “las acciones del Fisco por impuestos”; por lo  tanto,  la mencionada disposición no  sólo  afecta a los impuestos que establece la Ley  de la Renta,  sino  que es de aplicación  general.



3.-  En el caso de ausencia de los socios administradores de una sociedad, no  opera la disposición del artículo  103°, inciso III,  del citado cuerpo legal, por cuanto lo  determinante para hacer regir dicha disposición  es la ausencia del contribuyente; es decir,  del  sujeto del tributo.  En estricto derecho, los contribuyentes no son  los socios administradores sino que la Sociedad  a la cual representa.

 

4.-  Transcurridos 10  años de ausencia “no  se tomará en cuenta la suspensión”; esto es,  se entiende que la prescripción ha corrido  desde su inicio  sin  suspensión  alguna. Sin embargo no lo entiende así el Servicio en la circular 73, expresando que transcurridos 10 años contados desde el hecho que motiva la suspensión, el transcurso del plazo de prescripción de la acción del Fisco, se reanuda por el lapso que reste para completar el término de prescripción correspondiente. Según lo que hemos dicho, en nuestra opinión, transcurridos 10 años los impuestos estarán prescritos porque “no  se tomará en cuenta la suspensión”; es decir, se debe contar el plazo como si no hubiese existido suspensión; en cambio, para el Servicio, el cumplimiento de los 10 años produce el efecto de hacer cesar la causal, por lo que se reanuda el computo hasta completarla.
d.- Suspensión en los casos que autoriza la ley 18.320.


El contribuyente a quien se le haya  practicado una  revisión de conformidad con lo que expresa el artículo único de la Ley  18.320, y que  como consecuencia de  la misma  se le hayan practicado liquida​ciones o giros, puede reclamar de éstos o aquellas, conforme a las causales y dentro de los plazos y procedimientos normales. 


Ahora  bien, dado que el efecto especial que la ley 18.320 concede a la existencia de objeciones al cumplimiento de las obligaciones tributarias mantenido por el contribuyente por el lapso examinado, es el alzamiento de la limitación que impide al Servicio revisar el lapso completo que cae dentro de los plazos de prescripción del artículo 200° del Código Tributario,  la ley no ha querido que la interposición de reclamos contra las decisiones del Servicio mantenga en suspenso el derecho de éste a desarro​llar su labor de protección de los interese fiscales, por lo que ha establecido que la interposición de reclamo no impida al Servicio llevar a cabo la fiscalización del cumplimiento tributario del contribuyente dentro de los plazos y de acuerdo con las reglas que fija el artículo 200º del Código Tributario.


Sin embargo, previendo la posibilidad de que el contribuyente obtenga un resultado favorable en la reclamación, dispone que los giros que se emitan quedarán suspendidos en su cobro hasta conocerse el resultado definitivo de la reclamación por la vía de una sentencia ejecutoriada.



Como contrapartida, a fin de no perjudicar los derechos del Fisco, en la espera de la sentencia definitiva, la ley ha previsto que la prescripción de las acciones de cobro, quede suspendida mientras se ventila el procedimiento de reclamación en sus distintas instan​cias.



En efecto, de conformidad con la parte final del Nº5 del artículo único permanente de la ley 18.320, mientras esté pendiente la reclamación del contribuyente impugnando la efectividad de las irregularidades detectadas por el Servicio en la revisión, la prescripción de las acciones del Fisco para cobrar los giros se mantendrá en suspenso, o sea, se estimará que no corre plazo de prescripción en contra del Fisco desde la fecha de la reclama​ción y hasta la fecha en que quede ejecutoriado el fallo que se pronuncie sobre el reclamo.

Lapso de la suspensión. De conformidad con la norma mencionada anteriormente, la prescripción de la acción de cobro del Fisco, se debe entender suspendida por el lapso que media entre la fecha de presentación de la reclamación y la fecha en que la sentencia que resuelve el reclamo deducido por el contribuyente quede ejecutoriada. Creemos que en esta parte hay una imprecisión de la circular 73, en cuanto el tiempo de suspensión ha de ser el que corre entre la emisión de los giros y la notificación de la sentencia que niega lugar a las reclamaciones, en atención a que es una contrapartida a la suspensión al cobro la que justifica la suspensión de la prescripción, lo que no se presenta mientras no se emitan los giros y, de ahí nuestra precisión, puede existir reclamo y no haberse emitido giros por haber optado el Servicio por liquidar, por ejemplo, en forma previa a la emisión de los giros.

INTERRUPCION  DE LA PRESCRIPCION  DE LA ACCION  FISCALIZADORA  DEL SERVICIO



En el Derecho Civil la interrupción de la prescripción de largo tiempo se produce por ciertas causas o actos jurídicos (hechos del acreedor o del deudor) que tienen el efecto de hacer perder el tiempo corrido, por lo que debe empezar a computarse un nuevo período de prescripción; en cambio, en la prescripción de corto tiempo la interrupción de ella no produce el efecto señalado sino que cambia la naturaleza misma de la prescripción, en la forma que indica el artículo 2.523º del Código Civil, es decir, la prescripción de corto tiempo se transforma en una prescripción de largo tiempo. En doctrina, este último efecto recibe el nombre de "interverción".

El  artículo  2518° del Código  Civil  dispone que:



“La prescripción  que extingue  las acciones ajenas puede interrumpirse,  ya natural,  ya  civilmente.



Se interrumpe naturalmente por el hecho  de reconocer el deudor la obligación,  ya 
 expresa, ya tácitamente.



Se interrumpe civilmente por la demanda judicial; salvos los casos enumerados en el artículo  2503°”


Conforme a la norma antes transcrita podremos definir la interrupción de la prescripción como  el efecto  que producen  ciertos actos  del acreedor y/o  del deudor, que hacen detener el transcurso de la prescripción,  haciendo ineficaz el tiempo  antes transcurrido hasta ese momento, originando,  en consecuencia, un nuevo plazo de prescripción.


Si  se atiende al sólo  tenor literal de la Ley, cuando  utiliza la expresión “ estos plazos se interrumpirán” , el  Código  Tributario   ha tratado  la interrupción sólo  a propósito de la acción  de cobro  del Fisco,  en el  artículo  201°



“En los mismos plazos señalados en el artículo  200°,  y computados en la misma forma,  prescribirá la acción del Fisco para perseguir el pago  de los  impuestos,  intereses, sanciones y  demás recargos.



Estos plazos de prescripción  se interrumpirán:



1.° Desde que intervenga reconocimiento  u  obligación  escrita.




2.°  Desde que intervenga notificación  administrativa de un  giro  o liquidación.



3.°  Desde que intervenga requerimiento judicial.



En el caso del N° 1.°,  a la prescripción  del presente artículo  sucederá la de largo  tiempo  del artículo  2515 del Código Civil.  En  el caso del número 2.°,  empezará a correr un nuevo  término  que será de tres años,  el cual sólo  se interrumpirá por el reconocimiento  u obligación  escrita o por el requerimiento judicial.”


De manera tal que, en principio,  podríamos sostener que esta institución  sólo opera a propósito  de la acción  de cobro pero no  respecto  de la acción  fiscalizadora del Servicio. Sin  embargo,   en la Circular de Prescripción, aparentemente    estaría interpretando  la expresión “estos plazos de prescripción” como  una alusión  tanto  a los plazos de prescripción  de la acción  fiscalizadora del  Servicio como  a los plazos de prescripción  de la acción  de cobro  del Fisco, pero  sólo  limitado  al N°  2 y exclusivamente respecto de la notificación  de una liquidación.



Así, en la circular se establece que, según lo establece el artículo 200º del Código Tributario, el Servicio tiene un plazo de 3 ó 6 años para girar los impuestos adeudados, contado desde la expiración del plazo legal en que debieron pagarse. Por su parte, el N(2 del inciso 2( del artículo 201°, del citado Código, establece que los referidos plazos se interrumpen por la notificación administrativa de una liquidación. Y, el inciso final de este artículo 201º, prescribe que el plazo del artículo 200º, para girar la totalidad o parte de los impuestos comprendidos en una liquidación cuyas partidas o elementos hayan sido objeto de una reclamación tributaria, se suspende durante el período en el cual el Servicio esté impedido de girarlos, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 24° del Código Tributario. Por último, el referido inciso segundo del artículo 24º, dispone que los impuestos determinados en una liquidación y las multas respectivas, se girarán transcurrido el plazo de 60 días que el contribuyente tiene para reclamar de la liquidación, de acuerdo a lo previsto en el inciso tercero del artículo 124º del Código Tributario. Este mismo inciso segundo del artículo 24º, en comento, agrega que si el contribuyente hubiere deducido reclamación, los impuestos y multas correspondientes a la parte reclamada de la liquidación, se girarán sólo una vez que la Dirección Regional (Tribunal Tributario) se haya pronunciado sobre el reclamo o este deba entenderse rechazado de conformidad al artículo 135° del Código Tributario.

 

Luego de este análisis de las normas, la circular concluye que,  “el plazo de 3 ó 6 años que el Servicio tiene para girar los impuestos, se interrumpe por la notificación de la liquidación que los contiene, y que el efecto de la interrupción es que se pierde el tiempo transcurrido y empieza a correr  un nuevo término, que será siempre de 3 años, sin importar si el plazo interrum​pido era de 3 ó 6 años.” (El subrayado es nuestro)



En consecuencia, notificada una liquidación, el Servicio tiene un plazo de 3 años para girar los impuestos comprendidos en ella, plazo que se cuenta desde la fecha en que aquella notificación se entiende practicada. Para determinar hasta cuando corre este plazo con mayor precisión, debemos hacer la distinción de la unidad anterior, es decir, si existe o no reclamo en contra de la liquidación.



PRESCRIPCION  DE LA ACCION  DE COBRO:



El artículo   168° del Código Tributario prescribe que:



“La cobranza administrativa y judicial de las obligaciones tributarias que deban ser cobradas por el Servicio  de Tesorerías, de acuerdo con la Ley,  se regirá por las normas de este Código”.



Luego,  la acción  de cobro  de los  impuestos adeudados la ejerce el Fisco  a través de Tesorerías,  quien  es el organismo  recaudador y  el ejercicio  de esa acción  se hace mediante el procedimiento  ejecutivo  que el mismo  Código  desarrolla en el título V, del Libro III.



Tal como  se señala en el  artículo  201° del Código  “en los mismos plazos señalados en el artículo  200°,  y computados en la misma forma,  prescribirá la acción del Fisco para perseguir el pago  de los impuestos,  intereses, sanciones y demás recargos”.


En el plazo ordinario  y tratándose de impuestos no  sujetos a autodeclaración del propio contribuyente, el plazo de 3 años comienza a correr desde el momento  en que expiró  la fecha de su  pago legal; respecto  de los sujetos a autodeclaración,  el plazo también  es de 3 años, en la medida que tal autodeclaración  se hubiere  desde luego  efectuado.



El plazo extraordinario  ha planteado  algunas cuestiones:



Si la declaración no  se hubiere presentado o  si  la presentada fuere maliciosamente falsa, en ambos casos,  Tesorería no  está  en condiciones de determinar el impuesto  respectivo,  cuestión  que sólo  se determinará  si el Servicio  ejecuta la respectiva auditoría y la emisión  de la liquidación y/o  giro  pertinente.



A su vez, el ejercicio  de la acción  fiscalizadora del Servicio  originará  también,  aumentos ( citación),  interrupción ( formulación  de liquidación  o giro ) o  suspensión (  interposición  de reclamo en contra de la liquidación o  giro), proceso que culmina con  un  giro que además de interrumpir la prescripción origina siempre un  nuevo  plazo de 3 años.

Este plazo es paralelo al que tiene el Servicio de Impuestos Internos. El plazo de prescripción de la acción de cobro del Fisco corre paralelo y al mismo tiempo que el plazo de prescripción de la facultad del Servicio para liquidar y girar los impuestos. Tiene también la misma extensión, vale decir, tres o seis años, según el caso, más los aumentos correspondientes que hubieren afectado a los plazos referidos en el artículo 200° del Código.


Interrupción  de la acción  de cobro  del Fisco:



La acción  de cobro  se interrumpe por:

                          a) Reconocimiento  u obligación  escrita:



“Estos plazos de prescripción  se interumpirán:



1.-  Desde que intervenga reconocimiento u obligación  escrita.



En el caso del N° 1 a la prescripción del presente artículo  sucederá la de largo  del artículo  2515° del Código  Civil”  ( artículo  201, del Código  Tributario)



El artículo  2515° del Código  Civil  dispone que “este tiempo es general de tres años para las acciones ejecutivas y  de cinco para las ordinarias.



La acción  ejecutiva se convierte en ordinaria por el lapso  de tres años,  y convertida en ordinaria durará solamente otros dos.”


Esta causal se entiende configurada cuando por ejemplo,  el contribuyente solicita condonación  al Sr. Director Regional o   Tesorero,  o  suscribe un convenio  de pago  de la deuda ante Tesorerías. Se trata de una aceptación o  reconocimiento  de la obligación hecho  en forma expresa y por escrito; no  es suficiente el reconocimiento  tácito ni  el efectuado  en forma oral.



Luego, podemos concluir que la acción  de cobro  si es ejecutiva prescribe en  tres años en tal calidad, y por los dos restantes subsiste convertida en una acción  meramente ordinaria.

b.-Notificación  administrativa de giro o liquidación:


“Estos plazos de prescripción  se interrumpirán:



N° 2: Desde que intervenga notificación  administrativa de un  giro o liquidación.



En el caso del N° 2 empezará a correr un nuevo  término  que será de tres años  el cual sólo  se interrumpirá por el reconocimiento u obligación  escrita  o por requerimiento judicial”


Se debe destacar que el nuevo plazo que se sucede es siempre de tres años; el cual puede también  interrumpirse por el reconocimiento u obligación  escrita del contribuyente o por el requerimiento o demanda judicial.  Esta interrupción hace perder todo el lapso  de prescripción  transcurrido  y surge uno nuevo,  también  de 3 años.

c.- Requerimiento judicial:



“N° 3: Desde que intervenga requerimiento judicial:



Se constituye por la notificación legal de la respectiva de la demanda ejecutiva y  hace perder todo el tiempo  de prescripción  transcurrido con  anterioridad. 


Suspensión:


Esta acción  de cobro  también  se suspende en los casos señalados para la acción fiscalizadora.

Interrupción  de la prescripción  de la acción  fiscalizadora respecto del Impuesto  de la Ley de Herencias:



El  inciso II del  artículo  202° indica que:



“Para los efectos del N° 2 del artículo  201°, se entenderá que se cumple con los requisitos que ese número establece,  desde que el Servicio pida la determinación provisoria o  definitiva del impuesto”



Esto es, tratándose de este impuesto ,se entiende que ha operado notificación  administrativa de giro o  liquidación y, en consecuencia, que se ha interrumpido  la respectiva prescripción,  desde que el Servicio presenta al Juez respectivo la determinación provisoria o  definitiva del impuesto; en consecuencia, comienza a correr un nuevo  plazo, siempre de 3 años,  el que podrá también  interrumpirse, como  sabemos,  por el reconocimiento  u obligación  escrita o por requerimiento judicial.
PRESCRIPCION DE LAS SIMPLES INFRACCIONES TRIBUTARIAS CON PENAS PECUNIARIAS



Esta materia hoy en día resulta bastante clara, aunque no del todo, ya que en virtud de la Ley N°19.506, el Artículo 200° del Código Tributario fue objeto de dos importantes modificaciones que persiguieron terminar con una larga disputa doctrinal y múltiple jurisprudencia en la materia, derivado, básicamente, de que se estimaba que no existía norma que regulara el caso, por lo que se abría el campo a la fecunda interpretación de unos y otros.



Para este tipo de acciones, las que persiguen denunciar y sancionar las simples infracciones administrativas, para distinguirlas de los delitos tributarios, aquellas que solamente traen aparejada una sanción pecuniaria, se debe distinguir si la infracción accede o no al pago de un impuesto.

a.- Sanciones pecuniarias que accedan a impuestos adeudados. 

En estos casos, la regla está contenida en el inciso tercero del artículo 200º del Código, de acuerdo con el cual la acción del Servicio para perseguir la aplicación de estas sanciones prescribe en la misma oportunidad en que prescribe la acción del Servicio para liquidar dicho impuesto.

De conformidad con la norma mencionada se precisa que las normas de prescripción general de la acción del Servicio para la determinación de impuestos, contempladas en los incisos primero y segundo del mencionado artículo 200º, se hacen aplicables a la acción del Servicio para perseguir la aplicación de las sanciones pecuniarias que accedan a los impuestos adeudados, esto es, las establecidas en los números 2 y 11 del artículo 97º del Código. Esta norma guarda concordancia con la disposición del Nº 7 del artículo 161º del mismo cuerpo legal, de acuerdo con el cual las sanciones pecuniarias aplicadas por el Servicio, que guarden relación con tributos liquidados, deben reclamarse conjuntamente con el impuesto, de conformidad con el Procedimiento General de Reclamaciones. 

b.- Sanciones pecuniarias que no acceden al pago de un impuesto. 

Tratándose de este tipo de acciones, el inciso final del artículo 200º establece que éstas prescribirán en el plazo de 3 años, contados desde la fecha en que se cometió la infracción.

Este plazo es aplicable tratándose de infracciones previstas y tipificadas en los números 1, 2 inciso tercero, 3, 6, 7, 10 inciso primero, 15, 16, 17, 19, 20 y 21 del artículo 97° y de las previstas en el artículo 109°, ambas normas del Código Tributario.

PRESCRIPCION DE LAS ACCIONES PENALES Y DE LAS PENAS  POR DELITOS TRIBUTARIOS:



Dispone el Código Tributario, en su Artículo114° que:



“las acciones penales corporales  y las penas respectivas prescribirán de acuerdo  con las normas señaladas en el Código penal”.



Por su parte, el Código Penal trata esta materia en los Artículos 94° a 105°.



El Artículo 94° señala:



“ La acción penal prescribe:



Respecto de los crímenes a que la ley impone pena de muerte o de presidio, reclusión o relegación perpetuos, quince años.



Respecto de los demás crímenes , en diez años.



Respecto de los simples delitos, en cinco años.



Respecto de las faltas, en seis meses.



Cuando la pena señalada al delito sea compuesta, se estará a la mayor para la aplicación de las reglas comprendidas en los tres primeros acápites de este artículo.



Las reglas precedentes  se entienden sin perjuicio de las prescripciones de corto tiempo que establece este Código para delitos determinados”.



A su vez el Artículo 97° del Código  Penal señala, respecto de la prescripción  de las penas:



“Las penas impuestas por sentencia ejecutoria prescriben :

La pena de muerte y la de presidio, reclusión y relegación perpetuos en quince años.



Las demás penas de crímenes, en diez años.



Las penas de simples delitos, en cinco años.



Las faltas, en seis meses”.  



Pues bien, de acuerdo a la clasificación del Artículo 3° de los delitos, así como de las penas que indica el Artículo 21°, ambos del Código Penal, las infracciones tributarias sancionadas con multa y presidio menor o relegación menor, tiene el carácter de simples delitos.



“Los delitos, atendida su gravedad,  se dividen en crímenes,  simples delitos y  faltas y  se califican de tales según  la pena les está asignada en la escala general del artículo  21°! ( artículo  3° del  Código Penal)



“Las penas  que pueden imponerse con  arreglo  a este Código y  sus diferentes clases, son  las que comprende la siguiente





ESCALA GENERAL





Penas de crímenes

Muerte

Presidio  perpetuo

Reclusión perpetua

Presidio  mayor

reclusión  mayor

Relegación perpetua

Confinamiento  mayor

Extrañamiento mayor

Relegación  mayor

Inhabilitación  absoluta  perpetua para cargos y oficios públicos,  derechos políticos y  profesiones titulares.

Inhabilitación  especial perpetua para algún cargo u oficio público o profesión titular.

Inhabilitación  absoluta temporal para cargos y oficios públicos y  profesiones titulares.

Inhabilitación especial temporal para algún cargo  u oficio público o profesión titular.



Penas de simples delitos

Presidio menor

Reclusión menor

Extrañamiento menor

Relegación menor

Destierro

Suspensión  de cargo u oficio público o  profesión titular.

Inhabilidad perpetua para conducir vehículos a tracción  mecánica o  animal.



Penas de Faltas

Prisión

Inhabilidad perpetua para conducir vehículos a tracción mecánica o  animal.

Suspensión para conducir vehículos a tracción mecánica o  animal.” 
( artículo  21° del Código  Penal)



Ahora bien, según sea que la infracción tenga la calidad de simple delito o bien de crimen, implicará que el plazo de prescripción de la acción penal será de cinco y diez años respectivamente, de acuerdo a lo que señala el Artículo 94° del Código Penal.

“Las penas impuestas por sentencia ejecutoria prescriben : La pena de muerte y la de presidio, reclusión y relegación perpetuos en quince años. Las demás penas de crímenes, en diez años. Las penas de simples delitos, en cinco años. Las faltas, en seis meses”.  



A su vez, el plazo de prescripción de la pena misma, aplicada en la sentencia respectiva también será de cinco o diez años respectivamente para aquellas infracciones que revisten el carácter de simples delitos o crímenes, de conformidad al Artículo 97° del referido cuerpo legal.



“Las penas impuestas por sentencia ejecutoria prescriben: La de muerte y  la de presidio,  reclusión y  relegación  perpetuos, en quince años. Las demás penas por crímenes,  en diez años. Las penas por simples delitos,  en cinco  años. Las de faltas, en seis meses” ( artículo  97°, del Código  Penal)



El  plazo de prescripción  de la acción penal comienza a correr desde la comisión del ilícito; para la prescripción  de la pena,  desde la fecha de la sentencia de término o  del quebrantamiento  de la condena, si  ésta hubiere principiado  a cumplirse.



“El  término  de la prescripción empieza a correr desde el día en que se hubiere cometido el delito” ( artículo  95° del  Código  Penal)



“El tiempo  de la prescripción comenzará a correr desde la fecha de la sentencia de término o  desde el quebrantamiento  de la condena, si  hubiere ésta principiado  a cumplirse” ( artículo  98° del  Código  Penal)



 Sobre la materia la Excma Corte Suprema, sobre un delito tributario, por infracción al Artículo 97°, N°4, inciso 2°, del Código Tributario, indicó que: 



“La infracción tributaria referida está sancionada con presidio menor en grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, esto es, con una pena compuesta de una sanción que en su grado inferior es un simple delito y que en su grado superior es una pena de crimen. Que si bien es cierto, la modificación que el Art. 19° de la Ley N°18.857 de 06.12.89, introdujo al Art.94 del Código Penal, no precisó, expresamente, como lo hacia el texto primitivo, que tratándose de una pena compuesta, cualquiera que fuere, para los efectos de la prescripción, debía estarse a la pena mayor… Fluye de la modificación legal que lo que quiso aclarar fue que en el caso de penas compuestas en que concurren penas privativas de libertad y penas que no tuvieran dicho carácter, para el cómputo de la prescripción de la acción penal debe estarse al correspondiente a las penas privativas de libertad. De este modo al no indicarse ahora, expresamente, qué ocurre cuando las penas compuestas lo fueren por distintos grados de penas privativas de libertad, debe concluirse que su situación debe resolverse igual a la que el Art. N°19 de la ley N°18.857 contempló para idéntico caso respecto de las penas no privativas de libertad, esto es, que debe estarse a la pena mayor… Por otra parte lo lógico es que tratándose de penas compuestas, se fije un lapso de tiempo que comprenda los distintos grados de la sanción y que no se deje de considerar uno de ellos, lo que resultaría arbitrario y carente de sentido”.(Fallo Recurso de queja criminal, Gaceta Jurídica N°184,octubre 1995). 



La Excma. Corte Suprema, resolvió entonces, que para los efectos de la prescripción, tratándose de penas compuestas debe estarse a la pena mayor.

Suspensión  e interrupción  de la prescripción de la acción penal y  de la pena:



La acción penal  se interrumpe, siempre que el delincuente comete nuevamente crimen o  simple delito. Además se suspende desde que se inicia proceso penal en su contra. Debe señalarse que solo los crímenes o  simples delitos producen el efecto  de interrumpir la prescripción. En relación  al proceso,  si  se paraliza su prosecución  por más de 3 años o  se termina sin  condena,  continua la prescripción como  si no  se hubiere interrumpido.



“Esta prescripción  se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido,  siempre que el delincuente comete nuevamente crimen o  simple delito y  se suspende desde que el procedimiento  se dirige contra él; pero  si se paraliza su prosecución por tres años o  se termina sin  condenarle,  continua la prescripción como  si  no  se hubiere interrumpido” ( artículo  96° del Código  Penal).



Debe tenerse presente que la ley incurre en un desliz: la prescripción continúa como  si no  se hubiese “suspendido” y no  “interrumpido” como  erradamente lo  señala.



La prescripción  de la pena se interrumpe cuando el reo, durante ella,  comete comete nuevo crimen o  simple delito.



“Esta prescripción  se interrumpe, quedando  sin efecto el tiempo  transcurrido, cuando  el reo,  durante ella, cometiere nuevamente crimen o  simple delito,  sin  perjuicio  de que comience a correr otra vez” ( artículo  99° del Código Penal)



La prescripción gradual de la acción  penal y de la pena:



Si  antes de verificarse en su  totalidad el plazo de prescripción  de la acción  penal  y/o  de la pena el reo  se presentare o  fuere habido,  pero  ya ha transcurrido  más de la mitad del plazo que se exige,  el Juez debe considerar el ilícito  respectivo como  que concurre a su  favor dos o  más circunstancias atenuantes muy calificadas, para los efectos de la imposición  de la pena o  para la rebaja de la ya impuesta.



“Si  el reo se presentare o  fuere habido  antes  de completar el  tiempo  de la prescripción  de la acción penal  o  de la pena,  pero  habiendo ya transcurrido  la mitad del  que se exige, en sus respectivos casos,  para tales prescripciones,  deberá el tribunal considerar el hecho  como  revestido  de dos o  más circunstancias atenuantes muy calificadas y  de ninguna agravantes y  aplicar las reglas de los artículos 65, 66,  67 y 68 sea en la imposición  de la pena, sea para disminuir la ya impuesta.



Esta regla no  se aplica a las prescripciones de las faltas y  especiales de corto  tiempo.” ( Artículo  103° del Código  Tributario)

NORMAS DE PRESCRIPCION DE LA ACCION DEL SERVICIO PARA PERSEGUIR SANCIONES DE CARÁCTER PECUNIARIO QUE SE IMPONEN COMO ACCESORIAS DE LA PENA CORPORAL:

Esta situación se verifica tratándose de las contravenciones que el Código Tributario sanciona con pena pecuniaria que accede a una pena corporal, (delito tributario) que se tipifican en los números 4, 5, 8, 9, 12, 13, 14, 18, 21, 22 y 23 del artículo 97° y en el artículo 100° del Código Tributario, cuando el Director, ejerciendo la facultad que le confiere el inciso tercero del artículo 162° del mismo cuerpo legal, opta por perseguir únicamente la aplicación de la pena pecuniaria de conformidad con el procedimiento general para la aplicación de sanciones a que se refiere el párrafo I del Título IV del Libro Tercero.

La circular 73 tantas veces citada y  Oficio Circular 4151, de 16 de noviembre de 1999, contienen la tesis del Servicio en esta materia, en resumen, que tratándose de delitos, debe aplicarse las mismas reglas que vimos para los delitos, es decir, cinco o diez años y que la Ley 19.506 en nada afectó a esta materia, al respecto, la circular  expresa que: 

Para los efectos de determinar, en estos casos, el plazo de prescripción que afecta a la acción del Servicio para perseguir la aplicación de sanciones debemos recurrir a las normas del Código Penal, toda vez que en el Código Tributario no existe normativa aplicable. 

Al efecto, enfrentados a la norma del artículo 94°del Código Penal, debemos estar en condiciones de dirimir la naturaleza jurídica del hecho material que se imputa; esto es, si tal hecho es un crimen, un simple delito o una falta. En este punto, cabe tener presente que las figuras ilícitas calificadas como "delitos tributarios" deben ser calificados como "crímenes" o "simples delitos" de acuerdo a las reglas legales existentes sobre el particular. En efecto, para poder establecer la calificación que debe darse a estos hechos típicos, por disposición del artículo 3° del Código Penal, debemos atender a su gravedad y a la pena que les esté asignada en la tabla del artículo 21° del mismo cuerpo legal.

Luego, para aplicar la tabla mencionada en el párrafo anterior, debemos considerar la circunstancia que la sanción material a aplicar por el hecho típico en que se ha incurrido, en el caso que se haya optado por perseguir únicamente la aplicación de sanción pecuniaria, es una multa, razón por la cual no es posible atender a ella para calificar el hecho como crimen, simple delito o falta. Ello por cuanto la multa, por expresa disposición legal, no es pena exclusiva de crimen, simple delito o falta, sino que, por el contrario, es una pena común a las tres clases mencionadas. De esta forma, para poder clasificar el hecho típico como crimen, simple delito o falta, debemos obviar la sanción pecuniaria y atender únicamente a la sanción corporal. 

De ello se sigue, que tratándose de los hechos tipificados en los N°s. 4, 5, 8, 9, 12, 13, 14, 18, 21, 22 y 23 del artículo 97° y en el artículo 100° del Código, estaremos frente a crímenes o simples delitos según la especificación que a cada hecho corresponda de acuerdo a la tabla contenida en el artículo 21° del Código Penal, más no a faltas, toda vez que las sanciones aplicadas en cada una de las disposiciones mencionadas no son de las señaladas en el tercer párrafo (Penas de las Faltas) de la "ESCALA GENERAL" del artículo 21° del Código Penal.

Como consecuencia de lo anterior, se sigue que al aplicar las reglas del artículo 94° del Código Penal, debe reafirmarse la instrucción contenida en la Circular N° 48, de 1997, de esta Dirección, en el sentido que la acción del Servicio para perseguir la aplicación de sanciones por delitos tributarios, en aquellos casos en que se ha optado por limitar la acción a la persecución de la aplicación de sanciones pecuniarias, prescribirá en 5 ó 10 años, atendida la pena corporal teórica que en cada caso haya establecido el legislador.

Sin embargo, esta tesis no es compartida por la mayoría de la doctrina y en casi la totalidad de las sentencias de los Tribunales superiores de justicia se ha ido imponiendo una interpretación diversa, que en resumen plantea que a los delitos cometidos antes de la Ley 19.506 de 30 julio de 1997, el plazo de prescripción aplicable es de seis meses, como faltas que serían estas infracciones y, a las cometidas con posterioridad a esa fecha, tres años, por ser  simples infracciones y no delitos.
Transcribo a continuación parte de sentencias al respecto:

La I. Corte de Apelaciones de Talca revocó una sentencia definitiva dictada por el Tribunal Tributario de la VII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, señalando que la acción para perseguir la sanción de carácter pecuniario, en el caso de infracción contemplada en el artículo 97 N° 4 del Código Tributario, que fuera cometida con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley N° 19.506, prescribe en el plazo de seis meses.

Al respecto, el Tribunal Superior consideró:

“ Quinto: En cuanto a la  prescripción de las multas impuestas,  no ha de aplicarse la Ley N°19.506, de 30 de julio de 1997 que estableció un plazo de 3 años a partir de la fecha de su publicación, plazo que no se aplica a las multas que corresponden a las infracciones anteriores a esta fecha,  para las cuales sigue rigiendo el plazo de seis meses, según ha sido la doctrina establecida por la Corte Suprema,  y lo  ha dicho en una sentencia confirmatoria de una de esta Corte del Talca, de suerte que, habiendo sido el contribuyente notificado el 4 de septiembre de 1998, ha transcurrido con exceso dicho plazo y se mantienen prescritas todas las multas de las infracciones denunciadas al reclamante.”

 (Corte de apelaciones de Talca – 29.01.2002 – recurso de apelación – rol 56.120 –-Miguel Berenguer Guera  c/S.I.I.. - Ministros Sres.  Rolando Hurtado Ganderats – Manuel Zañartu Vera – abogado integrante Sr. Eugenio Cruz Donoso.)

La I. Corte de Apelaciones de Rancagua revocó una sentencia del Tribunal Tributario de la VI Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, que rechazó una reclamación tributaria intentada en contra de una denuncia por infracción tipificada en el artículo 97 Nº 4 del Código Tributario. 

El Tribunal de alzada, para revocar el fallo de primer grado determinó que por tratarse de un procedimiento administrativo, en que sólo se puede llegar a determinar la existencia o inexistencia de una falta meramente infraccional, no puede aplicarse en estos casos la prescripción penal.

A su vez, manifestó que, al ser los hechos imputados anteriores a la publicación de la Ley 19.506, modificatoria del artículo 200 del Código Tributario, y no existiendo en ese tiempo norma especial sobre prescripción de este tipo de infracciones, rige la regla general relativa a la prescripción de las faltas que establece el Código Penal.

Al respecto la I. Corte señaló:

4°.- Que, por consiguiente, el asunto se limita a determinar si la prescripción es la que el Código Penal reserva para las faltas o la que indica el artículo 200 del Código Tributario y sólo en este último caso, si el plazo ha de ser de tres o de seis años.

5°.- Que como primera cuestión, cabe señalar que los hechos imputados son anteriores a la publicación de la Ley 19.506 que modificó el artículo 200 referido, agregando los incisos tercero y quinto actuales. Luego, a la fecha de los hechos no había una prescripción especial para la imposición de sanciones pecuniarias por infracciones, y la jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema ha estimado entonces que a falta de regla especial debe regir la general constituida por la prescripción de faltas contenida en el Código Penal.

6°.- Que, precisamente, ese es el plazo de prescripción que debe regular la cuestión de autos, porque como no existía la norma del actual artículo 200, la regla general tiene que ser la de aquella prescripción de acciones análogas a la que se pretende ejercer. Esas acciones análogas son las de las faltas penales, porque habiendo quedado ya dicho que no se puede aquí establecer que el hecho imputado sea delito, todo lo que puede determinarse es si configura o no una infracción administrativa que, por su menor gravedad, por la naturaleza de su procedimiento, ajeno a las severas garantías procesales del juicio penal, y por su penalidad necesaria y únicamente pecuniaria, puede equipararse sólo con las faltas y no con los simples delitos ni con los crímenes.

7°.- Que aunque la denuncia sólo se remite a las declaraciones de Impuesto al Valor Agregado, todas anteriores en más de seis meses a la denuncia, el fallo de primer grado estima también como hechos infraccionales las declaraciones de Impuesto a la Renta que resultarían alteradas. Admitiendo que pueda el juez tributario agregar un hecho que no está contenido en la denuncian hay dos declaraciones de impuesto a la renta que puedan interesarnos en este caso: La primera correspondiente al año tributario 1996, sin duda prescrita y la segunda del año tributario 1997. En cuanto a esta última, también se le aplica la prescripción de seis meses ya señalada, pues ella había empezado a correr cuando se modificó la ley imponiéndose un término mayor, lo cual obliga a preferir el plazo más benigno dada la naturaleza infraccional de la institución y lo dispuesto por el artículo 18 del Código Penal. En efecto, en el concepto de la ley más favorable que señala ya la Constitución y desarrolla luego el Estatuto Criminal, el plazo de prescripción, en cuanto permita eximir al hecho de toda pena, es un elemento a considerar, como lo indican expresamente los autores, bastando citar al efecto entre nosotros a don Luis Cousiño en su obra “Derecho Penal Chileno” , Tomo I, página 130 de la primera edición, Editorial Jurídica de Chile, año 1975. Puesto que aplicamos la regla dada para las faltas en el artículo 94 del Código penal, necesario es que sigamos las normas que regulan dicha especie de prescripción, entre las que se encuentran las recién citadas de la Constitución y del artículo 18 del Código Criminal, así como las que permiten y hasta obligan al juez a declararla de oficio, por lo que todo el espectro de sucesos imputados cae bajo el manto de la prescripción de seis meses, y con ello se hace innecesario otro análisis de los hechos, siendo suficiente lo razonado para acoger el reclamo.”

(Corte de Apelaciones de Rancagua – 05.06.2001 – Recurso de Apelación – rol 17.204 – Leonardo Sotomayor Quiroz c/ S.I.I. - Ministros Sres. Raul Mera Muñoz – Abogados integrantes Sres. Hernan Barria Subiabre – Mario Marquez Maldonado. )

La Iltma. Corte de Apelaciones de Concepción, conociendo de un recurso de apelación interpuesto por un contribuyente en contra de la sentencia dictada por el Tribunal Tributario de la VIII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, revocó la sentencia dictada por el tribunal a quo, dejando sin efecto la sanción impuesta al recurrente por infracción al N° 10 del artículo 97 del Código Tributario, al estimar que al momento de ser ejercida la acción ésta se encontraba prescrita.

La Iltma. jurisdicción señaló que, por haber acaecido los hechos constitutivos de la infracción con anterioridad a la Ley 19.506, el plazo de prescripción aplicable a la acción del Servicio para perseguir la aplicación de sanciones, era de seis meses. Al efecto, puntualizó que al introducir la citada Ley un inciso final al artículo 200 del Código Tributario, estableciendo un plazo de tres años para perseguir las sanciones de carácter pecuniario, queda claramente establecido que con anterioridad, no existía norma expresa al respecto, por lo que debían aplicarse supletoriamente las normas de derecho común, esto es, los artículos 94 y 95 del Código Penal.

Así, la sentencia de la Corte de Apelaciones de Concepción, consideró:

“1°.- Que por Ley N°19.506, publicado (sic) en el Diario Oficial de 30 de julio de 1997 se modificó, entre otras disposiciones, el artículo 200 del Código Tributario, agregándole un inciso final, en el cual se establece que "las acciones para perseguir las sanciones de carácter pecuniario y otras que no accedan al pago de un impuesto prescribirán en el plazo de tres años contados desde la fecha en que se cometió la infracción”;

2°.- Que la referida modificación ha dejado en claro que, antes de su vigencia, no existía norma expresa que reglara el tiempo en que prescribían las acciones del Fisco para perseguir la aplicación de sanciones pecuniarias como la de autos; en consecuencia y tratándose de normas especiales, debe entenderse que en lo no contemplado en los artículos 200 y 201 del Código Tributario, debían aplicarse supletoriamente las normas del derecho común que, según la materia específica corresponden;

3°.- Que en la especie, respecto del contrato celebrado con fecha 4 de julio de 1996, se trata de hacer efectiva la responsabilidad infraccional del contribuyente por un hecho acaecido antes de la publicación de la ley 19506, de modo que el derecho común aplicable es el Código Penal, específicamente su artículo 94, en cuanto dispone que, respecto de las faltas, la acción prescribe en seis meses, y su artículo 95, que determina que ese tiempo se cuenta desde la comisión del hecho respectivo;

4°.- Que, en consecuencia, habiendo ocurrido el hecho denunciado el 4 de julio de 1996 y la denuncia practicada el 16 de marzo de 1999, la acción fiscal para la sanción de las infracciones materia de la denuncia, se encuentra prescrita.”

(CORTE DE APELACIONES DE CONCEPCION – 04/01/2001 – ROL N° 1259-1999 – RECURSO DE APELACION – RECLAMO DE DENUNCIA – ASERRADEROS LOS MAQUIS LTDA. c/ S.I.I. – MINISTROS SRA. SILVIA ONETO PEIRANO, SR. MARIO ROMERO GUGGISBERG Y ABOGADO INTEGRANTE SR. CARLOS ALVAREZ NUÑEZ.)

Fallos que comparten la tesis del Servicio, son los siguiente, en resumen: 

La sentencia de 1ª instancia dictada por el Tribunal Tributario de Valdivia fue confirmada por la I. Corte de Apelaciones de la misma jurisdicción.  El recurrente de apelación alegó la prescripción de la acción, señalando como procedente aquella de seis meses que contempla el artículo 94 del Código Penal para las faltas.

Al rechazar las argumentaciones del contribuyente, el Tribunal de Alzada sostuvo que, siendo las infracciones denunciadas aquellas establecidas en los incisos 1° y 2° del artículo 97 N° 4 del Código Tributario y encontrándose éstas sancionadas con penas de presidio y multa que, de acuerdo a las normas del Código Penal se clasifican de  simple delito y crimen, respectivamente, los plazos de prescripción son de cinco y diez años. Asimismo, agregó, la circunstancia de no haberse deducido querella por los mismos hechos no obsta a la aplicación de este criterio, siendo una facultad legal aquella de que hace uso el Director del Servicio de Impuestos Internos para imponer la sanción pecuniaria de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 161 del Código Tributario.

Al respecto, la sentencia de 2° grado consideró:

CUARTO: Que en esta instancia el contribuyente planteó la prescripción de la acción sosteniendo que es aplicable al caso el artículo 94 del Código Penal  que contempla un plazo de seis meses para la prescripción de la acción derivada de una falta.

QUINTO: Que las infracciones acreditadas en el proceso son las previstas en el artículo 97 N°4 incisos primero y segundo del Código Tributario, sancionadas en ambos casos con penas de presidio y multa.  La pena corporal prevista en el primer inciso es la de presidio menor en su grado medio a máximo y en el segundo, presidio menor en grado máximo a mayor en grado mínimo.

SEXTO: Que atentos a la duración de las penas, los hechos materia de autos deben calificarse en el primer caso de simple delito y de crimen en el segundo.  En tal evento, y conforme al artículo 94 del Código Penal, el plazo de prescripción es de cinco años en el primer caso y de diez años en el segundo.

SEPTIMO: Que por haberse llevado a efecto los hechos constitutivos de las infracciones entre los meses de abril y noviembre de 1995 y haberse denunciado los hechos a los tribunales el 9 de enero de 1998, tal como consta de autos, el tiempo de prescripción de la acción no alcanzó a completarse, por cuyo motivo la prescripción de la acción alegada a fojas 105 por el apelante debe rechazarse.

OCTAVO: Que no es óbice para arribar a la expresada conclusión, la circunstancia de no haberse deducido querella o denuncia contra el infractor, toda vez que el artículo 162 inciso 3° del Código Tributario faculta expresamente al Director del Servicio para imponer la sanción pecuniaria de conformidad al procedimiento general establecido en el artículo 161 del mismo Código, situación que es precisamente la de autos.”

Corte de Apelaciones de Valdivia – 30.04.2002 – recurso de apelación – Rol 12.902-02 – Nibaldo Quijada Sepúlveda c/ S.I.I.. - Ministros Sres. Mario Julio Kompatzki C. – Ivan Patricio Villarroel V. – Ada Gajardo Perez.

La I. Corte de Apelaciones de Temuco confirmó sin modificaciones la sentencia definitiva dictada por el Tribunal Tributario de la IX Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, que no dio lugar a una reclamación tributaria presentada por un contribuyente en contra de una Acta de Denuncia que le fuera notificada, por infracción tipificada en el inciso 2º del artículo 97 Nº 4 del Código Tributario. 

Referente a la prescripción alegada por el contribuyente, el fallo de 1ª instancia estableció que los hechos denunciados no prescriben de acuerdo a las normas contenidas en el art 200 del Código Tributario, sino en conformidad a las normas contenidas en los artículos 93 y siguientes del Código Penal, ya que se trata de delitos tributarios, y, en consecuencia, tiene aplicación la prescripción de 10 años para la figura descrita en el inciso 2º del artículo 97 Nº 4 del Código Tributario.

Al respecto, en el fallo de 1ª instancia, confirmado en todas sus partes por la I. Corte de Apelaciones de Temuco, se señaló: 

“14.- Que, en relación a la prescripción alegada por la defensa, es preciso establecer que los hechos denunciados, al tratarse de delitos tributarios, efectivamente como lo señala el reclamante no prescriben de conformidad con las normas del artículo 200 del Código Tributario, sino que se rigen por las normas de los artículos 93 y siguientes del Código Penal, las que en el caso particular imponen una prescripción de 10 años para la figura penal del inciso 2º del Nº 4 del artículo 97 del Código Tributario, ante lo cual los cobros que se ha pretendido impugnar, se encuentran ajustados a derecho.”

(CORTE DE APELACIONES DE TEMUCO – 19.04.2001 – RECURSO DE APELACIÓN – ROL 60-1999 – RAÚL VILLALOBOS SAEZ C/S.I.I. - MINISTROS SRES.VICTOR REYES HERNANDEZ - LENIN LILLO HUNZIKER - LEOPOLDO LLANOS SAGRISTA.)
B.- LEY N°18.320 SOBRE INCENTIVO TRIBUTARIO

LEY Nº 18.320, publicada en el D.O. de 17 de julio de 1984. Ültimas modificaciones, Ley 19.506 de 30 de julio de 1997,  19.738 de 19 de junio de 2001 y 19.747 de 28 de julio de 2001.

Circular 67 de 26 de septiembre 2001.

ASPECTOS GENERALES:

El artículo único de la ley 18.320, establece un régimen excepcional de fiscalización que beneficia a los contribuyentes del Impuesto a las Ventas y Servicios, que cumplen con las normativas y gravámenes que establece el Decreto Ley 825, de 1974.



El beneficio opera sobre la base de un mecanismo que consiste en autorizar al Servicio de Impuestos Internos para examinar las declaraciones y verificar los antecedentes tributarios, necesarios para determinar el monto de los impuestos a las ventas y servicios, por un plazo limitado a los últimos treinta y seis períodos mensuales por los cuales el contribuyente presentó o debió presentar declaración. Si al revisar los antecedentes del contribuyente generados en ese lapso, se determina que la conducta de éste ha sido irreprochable, el Servicio debe abstenerse de revisar o examinar los períodos anteriores, aún cuando aparezca en forma evidente que en uno o más de estos últimos se han omitido declaraciones o las presentadas son maliciosamente falsas.



Por el contrario, si se detecta que en el lapso que la ley autoriza a examinar se han producido omisiones, retardos u otras irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones tributarias, y siempre que corresponda considerar aplicable la prescripción de 6 años de acuerdo con las reglas del inciso segundo del artículo 200° del Código Tributario, el contribuyente podrá ser sometido a una fiscalización de sus antecedentes tributarios, también por este lapso, pudiendo el Servicio liquidar y girar los impuestos o diferencias resultantes de la revisión de los períodos que están mas allá de los últimos 36 meses.

Texto de la Ley



Artículo único.- El ejercicio de las facultades del Servi​cio de Impuestos Internos para examinar la exactitud de las declaraciones y verificar la correcta determinación y pagos mensuales de los impuestos contemplados en el decreto ley Nº 825, de 1974, sólo podrá sujetarse a las siguientes normas: 



1º.-Se procederá al examen y verificación de los últimos treinta y seis períodos mensuales por los cuales se presentó o debió presentarse declaración, anteriores a la fecha en que se notifique al contribuyente requiriéndolo a fin de que  dentro del plazo señalado en el  artículo  63° del Código Tributario presente al Servicio los antecedentes correspondientes. Este examen o verificación también podrá comprender, pero únicamente para estos efectos y salvo lo señalado en el número 2º, todos aquellos antecedentes u opera​ciones generados en períodos anteriores, que sirvan para establecer la situa​ción tributaria del contribuyente en los períodos bajo examen.



2º.-Sólo si del examen y verificación de los últimos treinta y seis períodos mensuales señalados en el número anterior se detectaren omisiones, retardos o irregularidades en la declara​ción, en la determinación o en el pago de los impuestos, podrá el  Servicio proceder al examen y verificación de los períodos mensuales anteriores, dentro de los plazos de prescripción respectivos, y determinar en el mismo proceso de fiscalización, o en  uno posterior, tributos omitidos, incluso aquellos que no pudieron determinarse anteriormente en atención a las normas de este artículo, y aplicar o perseguir la aplicación de las sanciones que sean procedentes conforme a la ley.



3º.-El Servicio se entenderá facultado para examinar o verificar todos los períodos comprendidos dentro de los plazos de prescripción establecidos en el artículo 200 del Código Tributario cuando, con posterioridad a la notificación señalada en el núme​ro 1º, el contribuyente presente declaraciones omitidas o formule declaraciones rectificatorias por los períodos tributarios mensuales que serán objeto de examen o verificación conforme a dicho número; en los casos de términos de giro; cuando se trate de establecer la exactitud de los antecedentes en que el contribuyente fundamente solicitudes de devolución o imputación de impuestos o de remanentes de crédito fiscal; en los casos de infracciones tributarias sancionadas con pena corporal, y cuando el contribuyente, dentro del plazo señalado en el Nº 1, no presente los antecedentes requeridos en la notificación indicada en dicho número.



4º.-"El Servicio dispondrá del plazo fatal de seis meses para citar para los efectos referidos en el artículo 63 del Código Tributario, liquidar o formular giros por el lapso que se ha examinado contado desde el vencimiento del término que tiene el contribuyente para presentar los antecedentes requeridos en la notificación señalada en el Nº 1 ".



Podrán ser objeto de un nuevo examen y verificación por el Ser​vicio, alguno o algunos de los períodos ya examinados que se encuentren comprendidos dentro de los últimos treinta y seis períodos mensuales, que son materia de una revisión conforme a las normas del Nº 1º. 



5º.-La interposición de reclamo por deficiencias determinadas por el Servicio al examinar o verificar los períodos mensuales a que alude el número 1º, no impedirá al Servicio efectuar el examen o verificación de los períodos mensuales a que se refiere el Nº 2º y determinar en ellos diferencias de impuesto o aplicar sanciones; pero el cobro de los giros que al respecto se emitan, o el cumpli​miento de las sanciones, se suspenderá hasta que se determine en forma definitiva la situación del contribuyente por los períodos mensuales mencionados en primer lugar, debiendo estarse sobre estas materias a lo que disponga la sentencia ejecutoriada que se pronuncie sobre el reclamo. Mientras éste se encuentre pendiente, se entenderá suspendida la prescripción de las acciones del Fisco.

Ambito de aplicación:

Las limitaciones que impone esta Ley al Servicio, tienen las siguientes características:

a)
Afecta a las facultades fiscalizadoras del Servicio relativas al examen del cumplimiento de la obligación de formular declaraciones de impuesto por parte de los contribuyentes, esto es para verificar:

1)
Que las declaraciones presentadas se ajusten a la verdad y den cumplimiento adecuado de las normas legales, reglamentarias e instrucciones del Servicio;

2)
Que se haya realizado un correcto cálculo de los tributos. O sea, que exista equiparidad entre el acertamiento tributario realizado por el contribuyente con el que resulte de los antecedentes proporcionados por éste, o aquellos que obren en poder del Servicio; y,

3)
Que los pagos de impuestos se hayan efectuado en los plazos legales y por los montos correspondientes.

b)
Afecta la fiscalización de los impuestos contemplados en el decreto ley Nº 825, de 1974. Implícitamente se deduce que debe tratarse de los de declaración y pago mensual, que se efectúen en forma regular y no esporádica, ya que de no ser así el mecanismo de la ley carecería de una adecuada aplicación.

c)
Es de carácter absoluto, esto es, el Servicio debe necesariamente someter su acción a las limitaciones referidas, absteniéndose de actuar al margen de ellas.

d)
Las limitaciones de la actuación fiscalizadora contempladas en la ley, al estar contempladas por una norma de carácter especial, priman sobre las normas generales que conceden atribuciones o facultades al Servicio. Al mismo tiempo, su aplicación debe hacerse en forma restrictiva, sólo en los casos y situaciones indicadas en el texto legal.

Periodos sujetos a verificación:



“ Se procederá al examen y  verificación  de los últimos treinta y seis  periodos mensuales señalados en el número  anterior  por los cuales se presentó o  debió  presentarse declaración,  anteriores a la fecha en que se notifique al contribuyente” ( N° 1 del artículo  único  de la Ley)


Esta Ley limita al Servicio en sus facultades de examinar y verificar las declaraciones mensuales de los últimos 36 meses, por los cuales el contribuyente presentó o debió presentar declaración, anteriores a la fecha de notificación que debe efectuar dicho organismo, todas ellas, por supuesto, relativas únicamente a los impuestos establecidos en el DL N° 825.

 
Esta limitación  en el tiempo,  que primitivamente era de 12 periodos, se amplió  a 24 y luego a 36,   afecta a las revisiones que se notifiquen a  contar del 1° de enero de 2002,  fecha de entrada de vigencia de la última modificación, las anteriores por 24 periodos ( primero de enero de 1998 en adelante).

Excepción:

 

Con todo,  pese a la limitación en el  plazo de revisión,  a sólo  36  periodos mensuales, el Servicio puede revisar los períodos anteriores a aquellos, pero para el determinar correctamente los 36 períodos a revisar como sucede por ejemplo cuando existe remanente de crédito fiscal.



 “Este examen o  verificación podrá comprender , pero únicamente para estos efectos y  salvo  lo  señalado en el N° 2, todos aquellos antecedentes u operaciones generados en periodo  anteriores,  que sirvan para establecer la situación  tributaria del  contribuyente en los periodos bajo  examen” ( artículo único, N° 1°, parte final de la Ley)



  Es decir,  la revisión  de estos periodos que exceden de los 36 periodos legales,  no pueden conducir a la liquidación  o  giros  de impuestos por esos periodos mensuales,  sino  que ella se realiza con  el único  y exclusivo  fin  de establecer o  verificar la situación tributaria del contribuyente respecto  de los 36 periodos bajo  examen,  salvo  que se detecten irregularidades en esos periodos.

¿Qué debe entenderse  como  reciente periodo mensual?



La ley  dice que “se procederá al examen y verificación  de los últimos veinticuatro periodos……anteriores a la fecha en que se notifique al contribuyente requiriéndolo” ( N° 1 del  artículo único  de la Ley)



Luego,  el  más reciente periodo  anterior a la fecha en que se notifique al contribuyente requiriéndolo será el último cuyo  plazo de declaración  y pago expiró antes de la fecha de notificación del requerimiento  al contribuyente.

Ejemplos.

a)
Notificación: 18 de marzo de 2002; pueden requerirse para revisión los períodos comprendidos entre febrero 2002 y marzo 1999, ambos períodos inclusive.

b)
Notificación: día 10 de Octubre de 2002; pueden requerirse para revisión los períodos comprendidos entre Agosto 2002 y Septiembre 1999, ambos meses inclusive. Lo anterior es así por cuanto el plazo para declarar Septiembre de 2002 aún no ha expirado a la fecha de la notificación.

c)
Notificación: día 12 de Septiembre de 2002; pueden requerirse para revisión los períodos comprendidos entre  Julio 2002 y Agosto 1999, ambos meses inclusive. Al efecto, debe precisarse que las notificaciones practicadas el día mismo del vencimiento del plazo para declarar un período mensual no habilitan al Servicio para examinar ese período."

Notificación o  requerimiento.

             La ley exige como formalidad previa a la fiscalización, que en la notificación al contribuyente se lo requiera a fin de que este presente los antecedentes necesarios para efectuar la revisión.  


“anteriores a la fecha en que se notifique al contribuyente requiriéndolo a fin de que dentro  del plazo….” ( N° 1, del artículo único  de la Ley)

              Por ello es importante hacer presente que en la notificación deberá expresarse el requerimiento respectivo, consistente en que el contribuyente individualizado con nombre, domicilio y RUT, deberá poner a disposición de los funcionarios del Servicio los antecedentes necesarios para la revisión, todo ello, para efecto de lo dispuesto en el N° 1, artículo único permanente de la Ley 18.320.

                  Para iniciar su actuación el Servicio debe notificar al contribuyente requiriendo para que presente dentro del plazo del artículo 63° del Código  Tributarios todos los antecedentes relativos al período a revisar. Esta notificación o  requerimiento debe indicar expresamente que se hace para los efectos de la Ley N° 18.320.- “requiriéndolo a fin de que dentro  del plazo del  artículo 63° del Código  Tributario presente al Servicio los antecedentes correspondientes”. 

Sanción por la no presentación  de los antecedentes o presentación incompleta:


                   Debe tenerse presente que la no presentación  de los antecedentes o  la presentación de los mismos fuera del plazo del artículo 63° contados desde la notificación  legal del requerimiento,  produce el efecto  de hacer inaplicable las limitaciones de esta Ley a la revisión o  fiscalización  y,  en consecuencia, ella se regirá por los plazos de prescripción  generales del Código  Tributario.


                “El Servicio  se entenderá  facultado para examinar  o  verificar todos los periodos comprendidos dentro de los plazos de prescripción  establecidos en el  artículo  200° del Código  Tributario , cuando……..el contribuyente dentro  del plazo señalado en el N° 1, no  presente los antecedentes requeridos en la notificación indicada en dicho número”  ( N° 3, del artículo único  de la Ley)



La aludida notificación  deberá efectuarse de alguna  de las formas que señala el artículo  11° del Código  Tributario,  por lo  general por carta certificada.



El  plazo dentro del cual  el contribuyente debe cumplir el requerimiento  es un  plazo legal y como  consecuencia de ello  fatal,  pero prorrogable como  en materia de la respuesta a la citación. 

 

0El plazo de los seis meses se cuenta desde el vencimiento del plazo de  respuesta a la citación que se da a partir de la notificación para presentar los antecedentes, aún cuando el contribuyente presente antes del  plazo del artículo 63° los antecedentes. 

Actuación del Servicio; plazo fatal:


                   “El servicio  dispondrá del plazo fatal de  seis meses  para citar para los efectos referidos en el artículo  63°  del Código  Tributario, liquidar o  formular giros por el lapso que se ha examinado, contado desde el vencimiento  del término que tiene el contribuyente para presentar los antecedentes requeridos en la notificación señalada en el N° 1” ( artículo único, N° 4, de la Ley)


Se puede observar que en la especie se trata de plazos de caducidad y no de prescripción, de ahí que puedan ser constatados por el Director Regional incluso de oficio y en cualquier tiempo.

 

Respecto al cómputo del plazo de que dispone el Servicio para citar, liquidar, o formular giros, debe contarse desde la expiración del plazo que tenía el contribuyente para presentar los antecedentes requeridos en la notificación.



La  fiscalización  del Servicio por esos 36 periodos será ejercida del modo  ordinario,  pudiendo, durante la vigencia de dicho  lapso  de seis meses, solicitar al contribuyente otros antecedentes, citarlo,  liquidarlo, girar impuestos y aplicar sanciones, pero dichas  citaciones,  liquidaciones, giros y sanciones, deben ejecutarse fatalmente dentro  de dicho  término  de 6 meses.

 

Si el Servicio determina diferencias respecto del período de 36 meses y éstas son reclamadas, la Institución puede revisar y determinar diferencias y aplicar sanciones respecto del período anterior.  Pero, el cobro de los giros y sanciones que se emitan o apliquen, se suspenden hasta que exista sentencia ejecutoriada respecto de los 36 meses.

 

Las citaciones, liquidaciones, o giros que por el período examinado se formulen por el Servicio, fuera del plazo indicado, no obligaran al contribuyente, pues adolecen de nulidad, viciando  todo el proceso de fiscalización, incluso pueden ser anuladas de oficio por el Director Regional en virtud de la facultad del artículo 6 B Nº 5 y lo dispuesto en circular 74 de 2001.

 

Al respecto debe tenerse presente lo dispuesto en el art. 10 inciso 3° del Código Tributario, esto es, si el último día de este plazo vence en día Sábado o feriado, se entenderá prorrogado hasta el día siguiente hábil por tratarse en la especie una actuación del Servicio.



“Los plazos relacionados con las actuaciones del Servicio  que venzan en día sábado o  en día feriado,  se entenderán  prorrogados hasta el día siguiente hábil”

                      Tal como  se dijo, dentro del referido plazo de seis meses, el Servicio puede, por expresa autorización de ley, examinar o verificar todos los antecedentes u operaciones generados en períodos anteriores a los que se encuentran comprendidos dentro de la limitación legal, pero esta revisión no puede conducir a la liquidación de impuestos o giros por esos períodos mensuales, sino que ello solo se realizará con el fin de establecer o verificar la situación tributaria del contribuyente en los períodos bajo examen, es decir comprendidos en la limitación legal, salvo que se detectaren irregularidades en dichos períodos.

 Resultado  de la revisión:

                           El Servicio dispone  de un plazo fatal de seis meses, contados desde la expiración  del plazo del artículo  63°, otorgado  al contribuyente para los efectos de establecer deficiencias o constatar irregularidades que se traduzcan en una citación, liquidación o giro de impuesto del D.L. 825 y/ o aplicar sanciones; por lo tanto, si dentro de este plazo no indica la disconformidad mediante la notificación de alguna de estas actuaciones, no podrá validamente hacerlo con posterioridad y operará la limitación legal.

Incorrecciones.

Los conceptos de "omisión", "retardo" e "irregularidades" son empleados por el legislador para indicar las situaciones en que puede incurrir el contribuyente, que lo privan de los beneficios de la ley y, conforme la circular 67, ha de entenderse por tales conceptos lo siguiente:

OMISION: Ocurre cuando el contribuyente, a la época de la revisión, no ha dado cumplimiento a una obligación tributaria exigida por la ley, reglamentos o disposiciones del Servicio.

RETARDO: Se produce cuando la obligación se ha cumplido por parte del contribuyente en forma tardía o extemporánea, esto es, más allá del vencimiento del plazo establecido por la norma jurídica.

IRREGULARIDAD: Es toda falta, incorrección o defecto en dar cumplimiento cabal a las obligaciones tributarias, distintas de las que constituyen omisión o retardo, y sea que dichas obligaciones hayan sido impuestas por normas legales, reglamentarias, o establecidas por el Servicio en uso de sus atribuciones.

La ley 18.320, sanciona con la pérdida del beneficio que ella misma otorga, en los casos de omisiones, retardos o irregularidades detectadas por el Servicio "en la declaración, en la determinación o en el pago de los impuestos". Por consiguiente, no cualquier omisión, retardo o irregularidad es sancionado, sino que sólo aquéllas que incidan en la declaración, determinación o pago de los impuestos a que se refiere la ley.

Es interesante que se instruye en la circular 67 que sólo deben considerarse aquellas omisiones, retardos o irregularidades que por su naturaleza, magnitud o gravedad, y por su posible incidencia recaudatoria, ameriten proceder a la citación formal del contribuyente, en conformidad con el artículo 63º del Código Tributario, o la notificación a éste de liquidaciones o giros de impuestos, diferencias de ellos, o de sanciones. Esta advertencia pretende restringir los impulsos de algunos funcionarios que en un mal entendido celo funcionario, citaban contribuyentes por cuestiones menores, con el único afán de abrir la prescripción a otros periódos.

Efectos de la citación.

                           Si el Servicio cita dentro de los seis meses, este trámite se cumplirá en la forma prescrita y producirá allí los efectos señalados. Si frente a la citación  el contribuyente evacua la respuesta dentro  del plazo señalado por el Jefe de la Oficina y ella es satisfactoria,  se procederá a conciliar la citación  y el contribuyente requerido  gozará de la limitación  legal que afecta al Servicio para ejercer su  acción  fiscalizadora, pues en dichos  24 periodos mensuales su tributación  de los  impuestos normados en el DL N° 825 no  merece reproche alguno por parte de la Institución; el Servicio  no  detectó ninguna omisión,  retardo o  irregularidad.

                            Por el contrario, si  ella no  se evacua o  si  evacuándose la respuesta no  resulta satisfactoria, el Servicio procederá a liquidar o  girar los respectivos impuestos, según  corresponda, quedando “destrabado” en su acción  fiscalizadora y pudiendo  esta vez auditar dentro de los periodos normales de fiscalización,  conforme al artículo  200° del Código  Tributario.

Efectos de la liquidación y giro.

                              La notificación o liquidación de un giro al contribuyente sometido a revisión, implica que el Servicio estimó que existían omisiones, retardos o irregularidades en su situación tributaria por lo que no  ampara al contribuyente el beneficio legal.

Derecho  a reclamo del contribuyente:

                          El contribuyente puede reclamar de acuerdo al procedimiento general de reclamaciones establecido en el Artículo 123° y siguientes del CódigoTributario. Sin embargo, la interposición del reclamo no impide al Servicio llevar a cabo la fiscalización total del contribuyente,  más allá de los 36 periodos mensuales; con todo, previendo  la Ley  la posibilidad de que el contribuyente obtenga un resultado favorable en la reclamación,  dispone que los giros que se emitan quedarán suspendidos en su cobro hasta conocerse el resultado definitivo de la reclamación.

Suspensión del plazo de prescripción  en favor del Fisco:

                          De conformidad a la parte final del N° 5 del artículo único permanente de la ley, mientras esté pendiente la reclamación del contribuyente impugnando la efectividad de las irregularidades detectadas por el Servicio en la revisión respectiva, la prescripción de las acciones del fisco para liquidar y girar tributos y sanciones y para cobrar los giros suspendidos, se mantendrá en suspenso; o sea, se estimará que no correrá plazo de prescripción en contra del fisco desde la fecha de reclamación y hasta la fecha en que quede ejecutoriado el fallo que se pronuncie sobre el reclamo,  pero sólo  respecto de aquellos periodos que exceden del lapso  de 36 meses.

                          Y ello  es así por cuanto si en la respectiva sentencia judicial ejecutoriada que falle el reclamo  determine que en dichos 36 periodos mensuales el contribuyente no  presenta las omisiones, retardos o  irregularidades  que motivaron  la liquidación o  giro del Servicio,  impugnada por el contribuyente por el reclamo  respectivo,  no se “abrirá” la prescripción  más allá de los 36 periodos, siendo tal actuación totalmente improcedente; es decir, el Servicio,  por los periodos que exceden a los 36,  sólo podrá liquidar,  pero el giro  respectivo  queda sujeto   a las resultas de la sentencia.  Lo mismo  ocurre en materia de  sanciones,  pero exclusivamente en lo  tocante a aquellas que acceden a la declaración o  pago del impuesto,  según  lo ya desarrollado.

Revisiones posteriores al mismo  contribuyente:

                              La ley no exige al servicio que una vez detectada una irregularidad al hacer la revisión de 36 períodos, deba proceder de inmediato a la fiscalización de todos los periodos que corresponde fiscalizar dentro  de los plazos de prescripción  generales.

                               En el N° 2, del artículo único, la ley faculta al Servicio para continuar el proceso de fiscalización o diferir para otro posterior el examen de la situación total del contribuyente. Obviamente debe tenerse presente que toda fiscalización debe llevarse a cabo dentro de los plazos de prescripción.

                                Ahora bien, si el examen de los últimos 36 períodos, por los cuales se presentó o debió presentarse declaración de impuestos del DL. 825, anteriores a la fecha de notificación de revisión no se detectó omisión, retardo o irregularidad, se habrá configurado el beneficio legal y el servicio no podrá revisar al contribuyente por los períodos anteriores a la fecha de notificación, a menos que en caso de un nuevo examen se detecten algunas de las deficiencias ya señaladas lo que permitiría al Servicio fiscalizar al contribuyente conforme al plazo de prescripción establecido en el art. 200°.      

Casos en que no rige el beneficio.

La ley contempla casos en que las limitaciones que establece para las facultades fiscalizadoras del Servicio no tienen aplicación. Estas situaciones se señalan en el número 3º del artículo único:

a)
Cuando el contribuyente, con posterioridad a la notificación de revisión, presenta declaraciones omitidas o formula declaraciones rectificatorias por uno o más de los períodos que serán objeto de la revisión.

b)
En los casos de revisiones que tienen por finalidad verificar el cumplimiento tributario a raíz del término de giro del contribuyente.

c)
En los casos de revisiones que tienen por objeto establecer la exactitud de los antecedentes en que el contribuyente fundamente solicitudes de devolución o imputación de impuestos o de remanentes de crédito fiscal.

d)
En los casos de infracciones a las leyes tributarias sancionadas con pena corporal.

A juicio del Servicio, esta situación se configura desde la fecha en que el Director Regional respectivo, en presencia de hechos que pueden constituir infracciones sancionadas con pena corporal, comunica esta situación al Departamento de Investigación de Delitos Tributarios de la Dirección Nacional, a fin de que se proceda a la investigación previa a que se refiere el Nº 10 del artículo 161 del Código Tributario, individualizando al o los contribuyentes a ser investigados. Asimismo, se entiende que se está en presencia de esta situación desde el momento que el Director Regional suscribe la providencia en la que comunica a la Oficina Jurídica Regional la decisión de  perseguir la aplicación de sanciones pecuniarias a través del procedimiento del artículo 161º del Código. Todo ello conforme los dos procedimientos de investigación de delitos tributarios que emplea el Servicio (Circulares 78 de 1997 y 60 de 2001) Sin embargo, esto ha sido cuestionado, ya que deja entregado al arbitrio de la administración el momento en el cual se hace perder los beneficios de la Ley al contribuyente y nada dice respecto del destino que puedan tener esas investigaciones, las que pueden terminar, en el primer caso, con la decisión de no perseguir la responsabilidad penal y solamente cobrar los impuestos o, más aun, que se archiven los antecedentes; sin dejar de considerar la posibilidad de que los tribunales de justicia nieguen lugar a la querella o denuncia que intente el Servicio.

e)
En los casos en que el contribuyente no presenta los antecedentes requeridos por el Servicio en el plazo a que se refiere el Nº 1 del artículo único de la ley.

f) La limitación no afecta al ejercicio de la facultad del Servicio para aplicar sanciones distintas de aquellas que corresponden a los casos en que se ha infringido la obligación de declarar y pagar, como ocurre, v.gr., con las sanciones aplicables en caso de omisión de otorgar facturas o boletas, entrabamiento de la fiscalización, etc.

Un problema que se ha dado en la aplicación de estas normas es determinar el alcance que tiene estar en presencia de una de estas situaciones de excepción.

Mientras para una parte de la doctrina ello significa que “El Servicio se entenderá facultado para examinar o verificar todos los períodos comprendidos dentro de los plazos de prescripción establecidos en el artículo 200 del Código Tributario...” en los términos de la Ley, lo que conduce a concluir que de todas formas se debe requerir, conceder el plazo al contribuyente de un mes y, lo que es más importante, el Servicio tiene el plazo fatal de seis meses para actuar.

Para el Servicio, según reitera en circular 22 de 2002, ello significa que se prescinde del requerimiento, no se da el plazo de un mes al contribuyente y el Servicio no está obligado a actuar dentro de los seis meses, habida consideración que puede actuar como si no existiera la Ley. Solamente debería requerir y otorgar el plazo en las situaciones en que la causal aparece luego de estos eventos, como el de la letra “a)”.
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